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1. INTRODUCCION.- 

Conforme a lo solicitado por la Corte de 

Constitucionalidad de Guatemala, gentil convocante de esta "III 

Conferencia de Justicia Constitucional de Iberoamérica, Portugal y 

España", procuraré dar en esta ponencia una visión global y de 

contenido básicamente informativo acerca de la situación del tema 

que nos congrega en mi país, la República O. del Uruguay, cuya 

Suprema Corte de Justicia presido y me honro en representar en 

esta reunión. 

Según 	resultará 	de mi 	exposición, 	nuestra 

República, que puede mostrar con orgullo una tradicional posición 

de avanzada en el desarrollo de las instituciones jurídicas, en 

el respeto de los derechos individuales y en el afianzamiento de 

un Estado de Derecho democráticono puede presentar en la materia 

que es objeto de la presente ponencia igual liderazgo. 

En mi país han regido diversas Constituciones: la 

fundacional, de 1830, aunque muchas veces desconocida, rigió hasta 

1917; luego se sucedieron las Cartas de 1918, 1934, 1942, 1952 y 

1967. La Constitución vigente es la del año 1967, aunque ha 

recibido varias modificaciones parciales (la última de las cuales 

-de 1996- ha sido la más importante y afectó principalmente el 



sistema de elección del Presidente de la República y al gobierno 

de los departamentos) 

Ahora bien. En nuestras dos primeras Constituciones 

-de 1830 y  1918- nada se decía sobre la defensa de la supremacía 

de las normas constitucionales sobre los actos de jerarquía 

inferior del ordenamiento jurídico. No obstante, nunca se dudó en 

el país sobre la facultad judicial de decidir en el caso concreto 

acerca del ajuste a la Carta de los actos jurídicos 

jerárquicamente inferiores a la ley; en cambio la cátedra 

especializada se dividió en relación a la facultad de los jueces 

para desaplicar las leyes (es decir, las normas jurídicas emanadas 

del Poder Legislativo) cuando fueran contrarias al ordenamiento 

constitucional y solo en alguna ocasión un juez invocó en una 

sentencia tal facultad. 

En la Constitución de 1934 se regula el tema de la 

inconstitucionalidad de las leyes, edictándose una normativa que 

en lo fundamental perdura todavía hoy. Partiendo de un concepto 

estrictamente formal de "Constitución", se instaura un sistema 

concentrado, según el cual la Suprema Corte de Justicia (órgano 

que encabeza un Poder Judicial absolutamente independiente) es el 

único tribunal competente para conocer y decidir sobre la 

inconstitucionalidad de una ley por razón de forma o de contenido 

(arts. 232, 234 inc.1 0 ) ; se exige que la gestión correspondiente, 

se efectúe con relación a "una causa" o "proceso" "pendiente" 

(art. 233) y  que el promotor tenga la calidad de "parte 

interesada" o sea el Juez o Tribunal que entienda en el "asunto" 



(art. 233, 234); la declaración de inconstitucionalidad solamente 

tiene efecto para el caso concreto en que se pronunciare, quedando 

la ley, por consiguiente, en vigencia (art. 234 inc. 2 1 ). 

En la Constitución de 1952 básicamente se procura 

solucionar algunas dudas suscitadas por el texto anterior y al 

efecto se introducen algunas modificaciones al mismo. En tal 

sentido a la vía de excepción en las causas pendientes se añade la 

"vía de acción" directa ante la Suprema Corte de Justicia (art. 

258); se introduce como legitimado para la promoción de la 

cuestión, además de la parte interesada (que se precisa en aquélla 

lesionada en su "interés directo, personal y legítimo") y al Juez 

o Tribunal interviniente en la causa, al Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo -órgano ajeno al Poder Judicial (art. 

258)-; se agregan como objeto de la pretensión de 

inconstitucionalidad a los decretos de los Gobiernos 

Departamentales con fuerza de ley en su jurisdicción (arts. 258 y 

260) ; se alude textualmente a "cualquier procedimiento judicial" 

en lugar de las expresiones anteriores "causa" o "proceso 

contradictorio" (arts. 258 y 259) 

En la Constitución de 1967 -que rige actualmente-

no hubo cambios. Cabe precisar no obstante que durante su vigencia 

se han reglamentado las disposiciones constitucionales, de 

conformidad a lo ordenado por la Carta desde 1934: primero, por la 

ley No. 13.747 de 10/VII/69 y luego por los arts. 508 y ss. del 

Código General del Proceso, ley No. 15.982, sancionado el 18/X/88 

y que constituye la reglamentación hoy vigente en la materia. 

1 



En ocasión de recientes reformas parciales de la 

Carta se proyectaron mejoras al sistema vigente, que en definitiva 

no fueron aprobadas, si bien corresponde anotar que en el año 1994 

se introdujo la curiosa disposición transitoria a la que nos 

referiremos al término del presente informe (mfra, párrafo 3) 

En suma, señalamos que el Uruguay no cuenta 

actualmente con ninguna vía para procesar una declaración de 

alcance general de la inconstitucionalidad de una ley o de otra 

norma jurídica inferior contraria a la Constitución, tampoco la 

hay para plantear con carácter consultivo el examen de la 

constitucionalidad de una ley o de un acto asimilado a ésta o para 

promover la declaración de constitucionalidad de una norma (como 

alguna vez se ha intentado en la práctica judicial) 

Consecuentemente, el siguiente informe se referirá 

casi exclusivamente a la temática de uno de los dos capítulos 

sugeridos en el "Prontuario" remitido oportunamente por la Corte 

de Constitucionalidad de Guatemala para la presentación de 

ponencias en esta reunión, es decir, al control concreto de 

inconstitucionalidad. En la exposición habremos de ajustarnos 

estrictamente a la propuesta del "Prontuario" para facilitar la 

evaluación perseguida por esta III Conferencia (la cita de 

sentencias se hará a vía de ejemplo, salvo indicación expresa de 

que se trate de una decisión aislada) 



2- CONTROL CONCRETO DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

. Legitimación para promover la cuestión de 

inconstitucionalidad - 

El art. 258 de la Constitución y el art. 509 C.G.P. 

establecen como legitimados al efecto: 1. el titular de un interés 

directo, personal y legítimo que "se considere lesionado" por una 

norma legal supuestamente inconstitucional; 2. el Juez o Tribunal 

interviniente en un procedimiento judicial, que pueden ser el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo antes mencionado en el 

caso de un proceso anulatorio de un acto administrativo y la 

propia Suprema Corte de Justicia en los asuntos tramitados ante 

ella. 

Como se advierte, la Carta no exige la invocación 

de la lesión de un derecho subjetivo y -si bien existe alguna 

opinión doctrinaria discrepante- se entiende en la práctica 

pacíficamente que también en caso de lesión de un derecho 

corresponde en vía analógica la regulación examinada y en 

particular la competencia exclusiva de la Suprema Corte. 

Ahora bien. La Corte ha sido tradicionalmente 

rigurosa sobre la legitimación activa. Ha afirmado que "no alcanza 

para promover el contradictorio constitucional con la mendión de 

estar afectado por la ley, sino que tal extremo debe ser 

acreditado desde que se refiere a la titularidad sustancial del 

accionamiento promovido. Si se admitiese la legitimación material 

a quien dice pero no acredita ser titular de un interés directo, 

personal y legítimo afectado, de hecho se estaría habilitando la 



acción popular que expresamente se quiso rechazar" (sent. No. 

163/91) . (La Corte alude aquí a los terminantes antecedentes de la 

Asamblea Constituyente de 1934, que -según indicáramos en la 

Introducción- sentó las bases del instituto analizado en nuestro, 

ordenamiento constitucional) 

La Corte exige así la justificación de las 

concretas calidades alegadas como fundamento de la impugnación que 

se formula (propietario, jubilado, etc.) aunque -tratándose de 

cuestiones de constitucionalidad planteadas como excepción en un 

procedimiento judicial pendiente- suele obviar tal demostración 

cuando no media contradicción de la contraparte. 

En reciente sentencia N° 335/97 la Corporación hizo 

particular aplicación de los requisitos constitucionales del 

interés habilitante de la promoción de la defensa examinada. En 

el caso, los funcionarios de un ente comercial del Estado, 

actuando a título individual -aunque mencionando en el cuerpo del 

libelo sus calidades de presidente y secretario de la respectiva 

organización gremial- dedujeron acción de inconstitucionalidad de 

una norma legal que prevé la futura asociación del ente con otras 

empresas públicas o privadas. La Corte admitió a los 

comparecientes su calidad de titulares de un interés "legítimo" - 

que definió como "no contrario a la regla de derecho, a la moral o 

a las buenas costumbres"- y "personal" -propio, no ajeno-, pero 

negó la configuración de la exigencia constitucional de tratarse 

de un interés "directo" -esto es, inmediatamente vulnerado por la 

norma impugnada- en tanto la condición de funcionarios del ente de 



los accionantes, su situación estatutaria, no aparecía actualmente 

afectada por la misma. 

De igual modo la Corte, en anterior integración, 

había rechazado un petitorio de inconstitucionalidad formulado por 

el mismo ente público interviniente en el caso precedentemente 

aludido en relación a una ley supuéstamente lesiva de la 

competencia del Tribunal de Cuentas de la República y que, 

indirectamente, afectaba al organismo peticionante (sent. N° 

140/62) 

Una cuestión sumamente debatida en nuestro foro 

refiere a si el Poder Ejecutivo puede plantear la 

inconstitucionalidad de una ley. Se aduce en contrario su calidad 

de órgano colegislador y con derecho a veto (no absoluto) de las 

leyes aprobadas por el Parlamento; ha predominado sin embargo en 

la doctrina nacional la solución contraria, que la Corte ha 

compartido en la mayoría de sus integraciones. Ello argumentando 

básicamente a partir de la generalidad del texto de la Carta 

relativo al interés del promotor y del hecho de que -de acuerdo a 

la distribución constitucional de competencia- solo el Poder 

Ejecutivo puede invocar la lesión del interés directo del Estado 

por las normas legales -desgraciadamente frecuentes- que infringen 

previsiones constitucionales en materia de iniciativa sobre 

empleos o jubilaciones y en general de aquéllas que otorgan al 

Poder Ejecutivo facultades específicas dirigidas al mantenimiento 

del orden financiero del Estado y la contención del gasto público 

(y. en tal sentido, recientemente, sent.N° 271/97) 



No es dubitada, en cambio, la titularidad de los 

Gobiernos Departamentales y de otros organismos públicos, siendo 

frecuente la promoción de cuestiones de inconstitucionalidad por 

los mismos. 

2 b - Sujetos del debate. 

Conforme al art. 516.1 C.G.P. en el caso de 

promoverse la cuestión de constitucionalidad por vía de excepción 

o defensa se sustancia la petición con un traslado a las partes 

del procedimiento judicial en que se efectúa el planteo y luego se 

oye al representante del Ministerio Público ante la Corte (Fiscal 

de Corte y Procurador General de la Nación) en carácter de asesor 

de la Corporación (cuya opinión no es ningún caso vinculante para 

ésta) 

Según el art. 517.1 C.G.P. el petitorio deducido 

por vía de acción se sustancia en cambio con un traslado a las 

partes a quienes afectare la ley o la norma con fuerza de ley (que 

según la Corte debe indicar el promotor) y al Fiscal de Corte; si 

la persona afectada fuere indeterminada, se sigue el procedimiento 

común de emplazamiento por edictos de quienes se consideren 

habilitados para deducir oposición y, vencido el término del 

emplazamiento, se designa defensor de oficio con quien se sigue el 

proceso. 

A su vez el art. 518.1 C.G.P. establece la 

sustanciación del planteo de oficio con un traslado a las partes, 

oyéndose luego al Sr. Fiscal de Corte. 



La normativa vigente noprevisto la participación 

de terceros en el proceso de inconstitucionalidad. Una sentencia 

de la Corte, dictada en anterior integración, que excepcionalmente 

hubo de pronunciarse al respecto, consideró improcedentel las 

tercerías coadyuvantes por entender que -dados los limitados 

alcances de la sentencia (según veremos mfra par. 2W- no puede 

haber otros interesados directos que las partes intervinientes en 

el respectivo proceso (sent. N° 273/88) . Esta conclusión no 

refiere naturalmente a aquél que ya actúa como tercerista en un 

procedimiento, quien -al igual que actor y demandado- está 

legalmente habilitado para promover la cuestión de 

constitucionalidad por la vía de excepción o defensa (art.511.1 

C.G.P.) 

2c - Cuestiones formales de acceso al proceso. 

En relación a las tres vías indicadas el art. 512 

inc. 10 C.G.P. exige que la petición se formule por escrito y que 

el promotor indiq-ue, con toda precisión y claridad, los preceptos 

que reputa inconstitucionales y el principio o norma 

constitucional que se vulnera o en qué consiste la 

inconstitucionalidad de forma invocada. (La reglamentación sigue 

aquí como se advierte, conforme a la Constitución, la distinción 

teórica entre inconstitucionalidad por razón de forma o por razón 

de contenido, que no se traduce luego en diferencia alguna de 

régimen en nuestro derecho) 



El incumplimiento de estos requisitos formales 

determina que no se de curso por el Tribunal a la solicitud 

(art.513.1 C.G.P.) o, en su caso, que se rechace de plano por la 

Corte la misma, sin entrar a su estudio (art. 515 C.G.PJ. No está 

legalmente previsto ni autoriza la Corte en la práctica medio 

alguno de subsanación de la carencia, debiendo señalarse que 

incluso la posibilidad de efectuar una nueva petición 

correctamente formulada aparece obstaculizada por la prohibición 

legal del planteo sucesivo de cuestiones de constitucionalidad 

(art. 512 inc. 2° C.G.P.) 

La Corte hace en general aplicación estricta de la 

exigencia formal analizada. Así, en aplicación del requisito, 

rechaza sistemáticamente los planteamientos genéricos de 

inconstitucionalidad de una ley, sin indicación concreta de las 

disposiciones objetadas. 

Empero ha admitido en algunos casos la falta de 

indicación de la norma constitucional supuestamente infringida si 

surge del escrito respectivo el derecho o principio invocado 

(sént. N° 42/93) o la cita errónea o parcial de la normativa 

atacada cuando, por ejemplo, se trata de textos idénticos o aún 

similares contenidos en leyes sucesivas sobre la misma materia 

(sent. 62/92, 237/97) 

La Corte suele invocar en este tema, junto al texto 

legal, el principio procesal de congruencia entre pretensión y 

fallo según el cual es la demanda de inconstitucionalidad la que 

fija el contenido y el objeto del litigio; en reciente decisión 



destaca cómo en estos procesos las normas objetadas no constituyen 

"el derecho" en el sentido de fundamento jurídico de la pretensión 

sino el "hecho", o sea el objeto de la pretensión respecto del 

cual no rige la regla "jura novit curia" (sent. N° 15/99) 

Cabe anotar que la Corte exige también que el 

escrito introductorio se baste a sí mismo y no admite la remisión 

a piezas anteriores, sosteniendo que de otra manera no mediaría la 

precisión y claridad que requiere la ley (sent. N° 989/96) 

Reviste particular interés, por no resultar 

expresamente del texto legal, la exigencia jurisprudencial del 

carácter asertivo, no condicionado, de la invocación de la 

inconstitucionalidad efectuada por el promotor. De este modo la 

Corte no admite los planteamientos "ad eventum" -es decir, sujetos 

a la verificación futura de una cierta circunstancia (por ejemplo, 

dictado de una sentencia con determinado contenido)- y aquellos 

formulados para el supuesto de que opere una determinada 

interpretación de la norma objetada (se trata, naturalmente, de un 

supuesto expresamente indicado por el promotor) 

Son innumerables los casos decididos en este 

sentido; así la Corte expresa que "no se halla habilitada para 

controlar la regularidad de la ley en función de una posible y 

eventual interpretación de la ley puesto que lo pasible de 

inconstitucionalidad son las leyes y no la interpretación de los 

textos legales" (sent. N° 264/91); que "si la interpretación del 

Juez de la causa fuera acertada o errónea el itinerario a seguir 

es la interposición de los recursos procesales pertinentes, pero 



no pretender ... que la Corte asuma una función preventiva de 

regularidad constitucional de las leyes" (sent. N° 60/86), que no 

corresponde al órgano "emitir opiniones sobre cuestiones 

abstractas de derecho y reviste este carácter, como es obvio, toda 

declaración que deba recaer sobre el alcance y sentido que pueda 

darse a determinada disposición legal" (sent. 43/93), etc. Se 

exceptúan naturalmente de la regla los casos en los que todas las 

interpretaciones invocadas importan transgresión constitucional 

(sent. N° 112/87) y  las hipótesis en que sea dudoso medie 

efectivamente un planteamiento condicionado a una interpretación 

de la ley (sent. N °  450/86) 

2d - Sistemas o vías de promoción del proceso. 

Según indicaramos anteriormente, nuestro sistema 

constitucional prevé tres vías para la promoción de la cuestión de 

constitucionalidad; excepción o defensa, acción directa, 

interposición de oficio. 

1 - La vía de excepción o defensa puede utilizarse 

por la parte (actor, demandado, tercerista) interviniente en un 

procedimiento jurisdiccional pendiente de cualquier especie 

(común, contenciosoadministrativa, electoral, militar); se deduce 

ante el tribunal que estuviere conociendo en el mismo desde que se 

promueve el proceso (o, en su caso, el procedimiento de 

jurisdicción voluntaria) hasta la conclusión de la causa, en la 

instancia pertinente, es decir, también en segunda instancia o en 

casación (arts. 510 y 511 C.G.P.) . Deben cumplirse obviamente los 

requisitos formales antes examinados (art. 512 C.G.P.) 



Resolviendo una cuestión hasta entonces harto 

controvertdida en sentido contrario al criterio tradicional de la 

Corte, el C.G.P. establece actualmente que las solicitudes 

extemporáneas deben ser rechazadas por el -tribunal, al igual que 

aquéllas que no reúnan los requisitos formales exigidos o que 

violen la prohibición de interposición sucesiva de cuestiones de 

constucionalidad; en tal caso existe un recurso de queja por 

denegación de la excepción de inconstitucionalidad sin efecto 

supensivo que decide la Suprema Corte (art. 513 C.G.P.) 

Si el Tribunal da curso al excepcionamiento opera 

de plano la suspensión de los procedimientos establecida 

expresamente por la Carta (art. 258 inc. final) y se elevan los 

autos a la Corte, la que puede rechazar la cuestión en las.mismas 

hipótesis en que pueda hacerlo el tribunal ordinario; si no lo 

hace, queda firme la suspensión y se sustancia la petición 

formulada. 

El planteo de inconstitucionalidad funciona, pues, 

como cuestión prejudicial que da lugar a un proceso incidental o 

accesorio: la cuestión de constitucionalidad. 

Aún cuando la previsión actual de la vía de acción 

ha quitado buena parte de su anterior importancia a las 

discusiones que en el foro nacional suscitan los requisitos 

formales de la defensa de constitucionalidad, el antes referido 

efecto suspensivo automático de la misma otorga interés práctico 

al análisis de los aludidos requisitos, los que resultan tanto de 

las correspondientes normas como de la jurisprudencia de la Corte. 



En cuanto a las previsiones normativas el art. 510 

del C.G.P., al aludir a la vía examinada como "excepción o 

defensa", vino a solucionar la controversia anteriormente 

existente acerca de sí el vocablo "excepción" utilizado en el 

texto constitucional debería entenderse con el significado técnico 

del Derecho Procesal o con un alcance general de "defensa", 

proponible también por el actor o el tercerista y aún por el 

demandado fuera de la oportunidad legalmente señalada para oponer 

excepciones en cada clase de procesos. 

Del mismo modo, la expresión "procedimiento" 

contenida en el actual texto constitucional soluciona muchas dudas 

planteadas ante la regulación precedente. Así, es claro que 

también procede la cuestión de constitucionalidad en los 

procedimientos de jurisdicción voluntaria, en los juicios penales, 

en los procedimientos de imprenta sobre rectificáción y 

respuesta, en las diligencias preparatorias, etc, y la Corte ha 

decidido en consecuencia en forma continuada. 

La defensa puede plantearse sin embargo solo hasta 

la conclusión de la causa (art. 511 C.G.P) . Esta disposición 

recoge la jurisprudencia anterior de la Corte, que ha sido siempre 

particularmente exigente en relación a la interposición de la 

defensa en las etapas postreras del juicio (en tanto es allí donde 

más se utiliza el instituto con fines dilatorios) 

Consecuentemente, la Corporación ha rechazado en 

forma sistemática la promoción de la cuestión de 

inconstitucionalidad en las ejecuciones luego de ejecutoriada la 



sentencia de remate (vía de apremio) , en la etapa de lanzamiento 

de los juicios de desalojo, luego de ejecutoriado el auto 

disponiendo la entrega en los juicios de entrega de la cosa y en 

general siempre que la respectiva decisión haya adquirido 

anterioridad de cosa juzgada. 

No 	obstante, 	en 	defensa 	de 	la 	garantía 

constitucional, la Corte ha admitido la excepción en relación a 

una norma sancionada luego de ejecutoriada la sentencia y que 

incida en el conflicto (así ley suspensiva de lanzamientos: sent. 

N° 15/91) 

En opinión recogida actualmente por el texto 

inicial del C.G.P. sobre el tema (art. 508) -que prevé la cuestión 

de constitucionalidad "siempre que deba aplicarse" una norma 

legal- la Corte ha dicho concordantemente que su facultad "se 

ejec'ta limitándose a los casos en que corresponde desaplicar la 

ley en beneficio del promotor antes o durante su ejecución, no a 

posteriori" (sent.N° 410/86), esto es, "cuando la norma sigue 

teniendo efectos, sea pasible de aplicarse al actor" (sent. N° 

13/89) y  aunque ya le haya sido aplicada en el pasado (sent. N° 

21/95), pero no si la norma ha sido definitivamente aplicada al 

peticionante, pues entonces no se da la "ratio" de evitar que la 

disposición supuestamente inconstitucional continúe teniendo 

efectos en su perjuicio (sent. N° 228/88). Parte de la doctrina ha 

criticado este criterio, afirmando que la declaración de 

inconstitucionalidad puede tener efecto preventivo o reparatorio, 

pero entiendo que la Corte se ajusta estrictamente a la regulación 



constitucional y legal de la materia cuando exige que la cuestión 

constitucional esté en la hipótesis en directa relación con la 

cuestión principal. 

En aplicación de la exigencia examinada -es decir 

de la ineludibilidad de la aplicación de la norma objetada para la 

solución de la controversia trabada en juicio- la Corte rechaza 

sistemáticamente el excepcionamiento no solo cuando no existe 

recurso contra la aplicación de la norma impugnada en vía 

principal sino también cuando no se interpone simultáneamente a la 

cuestión de constitucionalidad otra defensa o recurso que haga 

posible la pendencia del procedimiento principal y, 

consiguientemente, la eventual desaplicación de la norma al 

prómotor (sent. N° 1759/93) 

II. La vía de acción no plantea cuestiones formales 

particulares. 

En cuanto al alcance de la vía directa, mientras la 

Carta no precisa si un interesado que tiene un juicio pendiente 

puede igualmente utilizarla (solución que evita al actor el 

perjuicio derivado de la suspensión del juicio suscitado por la 

vía de defensa) el art. 510 del C.G.P. dispone en cambio que la 

vía de acción procede "cuando no existiere proceso jurisdiccional 

pendiente". Algún catedrático ha calificado la solución 

legislativa de inconstitucional, por exceder las facultades de 

reglamentación otorgadas al legislador por el art.261 de la Carta; 

la cuestión no se ha debatido todavía ante la Corporación. 



Creo conveniente insistir en la ausencia de 

previsión normativa alguna de efecto suspensivo de la vía directa. 

Una recientísima jurisprudencia ha venido a paliar en cierto modo 

esta deficiencia al afirmar la facultad de la Corte de disponer 

medidas cautelares en los procesos de inconstitucionalidad, 

conforme a los principios generales estatuidos en el C. General 

del Proceso, cuando se trate de evitar un grave perjuicio o un 

daño inminente al actor, invocando al efecto especialmente en vía 

analógica el carácter cautelar de la suspensión del proceso en que 

se plantea la defensa de constitucionalidad y aún la teoría de los 

poderes implícitos desarrollada por el Juez Marshall (sents. N° 

742/98 y  615/99) 

III. La promoción de oficio tiene, como la vía de 

defensa, carácter prejudicial de la cuestión principal. El 

planteamiento debe formularse por el Juez o Tribunal actuante en 

el respectivo procedimiento antes de dictar sentencia 

interlocutoria o definitiva siempre que entienda inconstitucional 

una norma de ineludible aplicación para la decisión de la 

controversia sometida a su resolución y opera mediante la 

elevación del expediente a la Corte. 

El C.G.P. (art. 509 inc. final) ha previsto además 

el caso de que sea la propia Corte quien plantee y resuelva la 

inconstitucionalidad en las sentencias que dicte sobre los asuntos 

tramitados ante ella. 

Corresponde precisar que la vía de oficio no es un 

camino consultivo para los jueces que tienen dudas en relación a 



la constitucionalidad de una norma sino que procede solamente si 

el Tribunal efectivamente considera que existe un vicio de 

constitucionalidad. Por esta razón la Corte exige siempre la 

fundamentación del magistrado de la inconstitucionalidad que 

invoca, desechando de plano todo atisbo consultivo. 

Debate o discusión procesales. 

En este punto no podemos aportar elementos de 

especial interés sobre los temas sugeridos en el "Prontuario" El 

trámite es totalmente escrito en las tres vías de promoción 

indicadas salvo los casos -infrecuentes en la práctica- de que 

estén en juego cuestiones de hecho y se abra a prueba (hipótesis 

en la que la prueba se recibe en audiencia pública conforme al 

régimen común actualmente vigente) o se solicite por las partes 

informar "in voce" ante la Corte inmediatamente antes de la 

emisión de la sentencia (arts. 516 a 518 C.G.P.) 

2.f - Organo de control de constitucionalidad. 

Según hemos indicado repetidamente en el curso del 

presente informe, el pleno de la Suprema Corte de Justicia, 

actuando en única instancia, es en nuestro ordenamiento jurídico 

el único órgano con jurisdicción para declarar la 

inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de tal. 

El régimen interno de trabajo de la Corte en esta 

clase de asuntos (luego de la tramitación precedentemente 

reseñada) no tiene diferencia alguna con aquél seguido en los 

demás procesos sometidos a conocimiento del órgano, a saber: 



estudio sucesivo y separado por los cinco integrantes naturales de 

la Corte (ocasionalmente sustituídos en caso de vacancia, 

impedimento, o casos análogos por un ministro de los Tribunales de 

Apelaciones escogido por sorteo), voto escrito de cada ministro, 

discusión del asunto en el plenario por todos los integrantes, 

acuerdo de la sentencia por mayoría de votos y redacción posterior 

de la misma por un ministro integrante de la mayoría predesignado 

por un sistema aleatorio. 

La redacción se efectúa sobre la base de los 

fundamentos expuestos en los votos de los integrantes concurrentes 

a la decisión; el redactor no es, pues, un ponente y su nombre se 

indica en la sentencia. Cada integrante discorde sobre el 

dispositivo o acerca de algún fundamento de la decisión puede 

salvar su opinión y aún fundarla detalladamente al suscribir el 

pronunciamiento o hacerla constar por separado en el Libro 

correspondiente. 

La cantidad de cuestiones de constitucionalidad 

deducidas anualmente es muy variable, ya que -estando limitada la 

eficacia de la sentencia al caso concreto- cuando una norma afecta 

a una categoría numerosa de individuos (por ej. jubilados) se 

suelen efectuar miles de planteamientos similares, produciéndose 

entonces un asunto significativo del número de sentencias anuales 

sobre inconstitucionalidad (generalmente, en estos casos, luego de 

algunas decenas de sentencias favorables a los demandantes, el 

Parlamento modifica la norma impugnada -quitando así contenido a 



los procesos pendientes- aunque en alguna oportunidad se han 

llegado a dictar miles de sentencias idénticas) 

Cabe anotar que si bien la Corte debe decidir toda 

cuestión que se le plantea un buen porcentaje de asuntos de 

constitucionalidad ingresados no llega al estado de sentencia 

definitiva por las razones formales precedentemente examinadas y 

el mecanismo de resolución anticipada al que luego nos referiremos 

(par. 2h) 

Con estas precisiones, indicamos que las acciones 

de inconstitucionlidad iniciadas -que en el año 1996 fueron 247-

se redujeron a 22 en 1997 y  a solo 8 en 1998; las excepciones de 

inconstitucionalidad planteadas fueron 58, 42 y 25 

respectivamente, mientras las inconstitucionalidades deducidas de 

oficio fueron solamente 6 en 1996, 1 en 1997 y nuevamente 6 en 

1998. 

Las cuestiones más 	frecuentemente planteadas 

refieren a derechos individuales (en particular a la igualdad y al 

respeto del debido proceso), a leyes jubilatorias y en general de 

seguridad social, a cuestiones de delimitación de la competencia 

nacional y municipal (fundamentalmente en materia tributaria) y a 

los derechos de los funcionarios públicos. 

Corresponde recordar además que -según resulta de 

la presente exposición- las cifras precedentes refieren 

exclusivamente a cuestiones de inconstitucionalidad de las leyes o 

de normas con tuerza de tales, quedando fuera de toda intervención 

de la Corte los procedimientos de amparo o de habeas corpus - 



aunque 	impliquen 	temas 	constitucionales- 	así 	como 	toda 

controversia sobre el ajuste la Constitución de normas 

jerárquicamente inferiores a las leyes o normas asimiladas a 

éstas. 

Ahora bien. Para dar una cabal información acerca 

de la incidencia del trabajo de la Corte en la materia examinada, 

es preciso aludir con algún detenimiento en este capítulo a un 

tema harto debatido en mi país; si la jurisdicción exclusiva de la 

Corte incluye aquellas normas legales anteriores a la vigencia de 

un texto constitucional superviniente en presunta colisión con 

aquéllas. (Ello porque la sucesión de reformas constitucionales 

totales acaecidas en el Uruguay otorga particular relevancia 

práctica a la cuestión) 

La opinión tradicional de la Corporación -con 

alguna discordia aislada- ha sido la de que, salvo hipótesis de 

derogación expresa, todo caso de oposición entre una norma legal y 

una norma constitucional es jurisdicción privativa y originaria 

de la Corte, es decir, que siempre que esté comprometido el examen 

de la adecuación de una ley a la Carta no existe otro 

procedimiento que aquél previsto constitucionalmente -y que 

estamos relacionando- cualquiera sea la época de sanción de la 

norma jerárquicamente inferior. 

Sin embargo, por sent. N° 22/93 la Corte -por 

mayoría de tres votos contra dos- varió su criterio y -ajustándose 

a la opinión del T.C.A. y de buena parte de la doctrina nacional-

entendió que la colisión entre una ley y un texto constitucional 



posterior conf igura una hipótesis de derogación tácita de la ley 

declarable por el juez de la causa. 

Si bien esta opinión fue ratificada por la Corte en 

algunas decisiones posteriores, la estrecha mayoría referida y el 

cambio operado en la integración de la Corte innovadora y aquéllos 

a operar en los próximos años hacen dudoso el mantenimiento de la 

nueva interpretación (que, de persistir, produciría en el futuro 

una significativa reducción de la incidencia de la jurisdicción 

constitucional en análisis) 

La cuestión es sistemáticamente relevante y, como es 

sabido, ha recibido soluciones opuestas en el derecho comparado; 

me limitaré a referir sintéticamente la argumentación de ambas 

interpretaciones en nuestro país. 

La tradicional, a la que adhiero -aunque admitiendo 

la posibilidad de una derogación tácita de la ley por la 

Constitución- se basa fundamentalmente en la generalidad de los 

textos constitucionales que establecen la jurisdicción exclusiva 

en la materia y la oposición al designio del constituyente sobre 

el tema que implica la opinión contraria, así como en razones de 

conveniencia jurídica y de política normativa opuestas claramente 

a la existencia de decisiones diversas y aún contradictorias en 

tan delicada materia. La tesis innovadora parte de la técnicamente 

incontrovertible distinción conceptual entre validez de una norma 

-que se determina por la normativa superior existente en el 

momento de su emisión- y vigencia de la misma; afirma que en el 

caso de las leyes contrarias a la Constitución vigente se debate 



sobre la legitimidad del ejercicio de la función legislativa, y se 

ejercita consecuentemente un control sobre el órgano legislativo 

que justifica la intervención del órgano supremo del Poder 

Judicial, mientras en la hipótesis de oposición derivada de un 

texto constitucional posterior a la ley la cuestión es de vigencia 

de ésta y no obra la " ratio "  de la jurisdicción 

constitucionalmente establecida, debiendo aplicarse entonces el 

sistema general sobre vigencia temporal y jerarquía de las normas 

jurídicas. 

Ls - Normas impugnables. 

Las normas impugnables en nuestro sistema son 

actualmente las "leyes", entendiéndose por tales pacíficamente 

aquéllas que lo son en la acepción orgánico formal del término -es 

decir, las normas jurídicas emanadas de los órganos a los que la 

Constitución otorga el ejercicio del Poder Legislativo (art. 256 

de la Carta) - y también los decretos de los Gobiernos 

Departamentales "que tengan fuerza de ley en su jurisdicción" (id. 

art. 260) 

Las leyes o decretos departamentales deben hallarse 

vigentes: la Corte rechaza los planteos relativos a normas 

derogadas y clausura las actuaciones de oficio al derogarse la ley 

atacada, por cesación de la materia objeto del litigio 

constitucional. 

Las leyes 	interpretativas de la 	Constitución 

-expresamente previstas en el inc. 20 del art. 85 de la Carta- 

están incluídas en la competencia de la Corte, según reiterada 



jurisprudencia de ésta (y. recientemente sent. No. 492/96) . La 

interpretación del legislador no es en este caso auténtica y su 

ajuste a la previsión constitucional puede ser entonces controlado 

jurisdiccionalmente. 

El art. 508 del C.G.P. -al reglamentar la Carta-

alude actualmente a "ley o una norma que tenga fuerza de ley"; 

esta referencia se ha entendido dirigida a cerrar la discusión 

previa relativa a si los decretos leyes sancionados durante los 

períodos de gobierno de tacto que ha padecido la República estaban 

o no comprendidos en la jurisdicción exclusiva de la Suprema Corte 

de Justicia luego de su convalidación por los órganos competentes.. 

(La Corte sostuvo siempre la tesis afirmativa de su competencia) 

En nuestro sistema constitucional los tratados 

internacionales no tienen, según la opinión predominante, primacía 

sobre las normas de derecho interno y -una vez incorporados al. 

ordenamiento nacional- ocupan igual grado que las leyes en la 

pirámide jerárquica de las normas; de donde se entiende que sus 

disposiciones también son pasibles de impugnación por 

inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia, sin 

perjuicio de la responsabilidad internacional del Estado 

eventualmente derivada de su desaplicación (no existe aún 

jurisprudencia sobre el tema) 

2.h Resoluciones y efectos. 

La resolución de la cuestión de constitucionalidad 

debe procesarse formalmente con los requisitos de las sentencias 

definitivas (art. 257 de la Constitución), es decir, presencia en 



el acuerdo respectivo de los cinco integrantes naturales de la 

Corte (o de quienes los sustituyan regularmente para el caso) y 

mayoría de votos presentes en favor de una decisión (art. 56 Ley 

Orgánica de la Judicatura) . En caso de no lograrse los tres votos 

necesarios la Corte se integra por sorteo con Ministros de los 

quince Tribunales de Apelaciones existentes. 

El trámite interno previo al acuerdo de la 

sentencia y la ( redacción de ésta ya los hemos descripto (supra, 2 

U; sólo afladiré que el trámite posterior se reduce a la 

comunicación del fallo que declare la inconstitucionalidad de una 

ley al Poder Legislativo y de aquél que declare la 

inconstitucionalidad de un decreto departamental con fuerza de ley 

al respectivo Gobierno Departamental (art. 522 C.G.P.) y a la 

ulterior devolución de la causa, cualquiera sea la sentencia, al 

Tribunal de origen para la prosecusión del juicio principal en los 

casos de promoción por vía de excepción o de oficio. 

La sentencia debe reunir asimismo los requisitos 

sustanciales comunes de las decisiones jurisdiccionales; en 

consecuencia básicamente la de referir el quid litigioso, indicar 

en su caso los hechos probados y exponer las razones jurídicas 

fundantes del pronunciamiento. En cuanto a su contenido decisorio 

debe limitarse a declarar la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de las disposiciones impugnadas y contener 

además una resolución sobre los gastos procesales (arts. 198 y  520 

del C.G.P.). 



Cabe señalar que el art. 520 C.G.P. establece que 

contra la sentencia no corresponde recurso alguno: la Corte ha 

declarado que -conforme surge del tenor literal del texto legal-

la limitación alcanza incluso al recurso de aclaración (sent. No. 

103/78) 

Según indicáramos anteriormente, no todas las 

cuestiones de inconstitucionalidad se deciden por sentencia 

definitiva; en efecto, conforme al sistema general del C.G.P., se 

autoriza a la Corte a dictar resolución anticipada en cualquier 

estado de los procedimientos, y con prescindencia de la situación 

en que se encontrare el respectivo trámite, cuando la petición de 

declaración de inconstitucionalidad se hubiere formulado con la 

notoria finalidad de dilatar la secuela principal o cuando exista 

jurisprudencia sobre el caso y la Corte decida mantenerla (art. 

519 C.G.P.). En la hipótesis es igualmente necesaria la 

concurrencia de todos los integrantes del órgano y la opinión 

conforme de la mayoría de los mismos, pero el texto de la decisión 

es generalmente breve y cuando se invoca la jurisprudencia 

existente para resolver anticipadamente su fundamento suele 

consistir en la identificación de las sentencias correspondientes. 

La Corporación -en defensa del debido proceso- ha sido muy cauta 

en la aplicación de la vía de resolución anticipada, 

particularmente en la hipótesis de conducta dilatoria del 

promotor. 

Pasando ahora al relevante tema de los efectos de 

la sentencia de la Suprema Corte de Justicia en la materia es 



preciso recordar inicialmente que la Constitución establece en su 

art. 259 que el fallo "se referirá exclusivamente al caso concreto 

y sólo tendrá efecto en los procedimientos en que se haya 

pronunciado". 

La determinación del "caso concreto" no presenta 

ddificultades en las vías de excepción y de oficio, ya que el 

mismo está referido al proceso principal en el que la cuestión de 

constitucionalidad se plantea y al objeto de dicho proceso. Así en 

el caso de la sentencia declarativa de inconstitucionalidad el 

juez respectivo deberá estar al criterio de la Corte, desaplicando 

para la decisión del proceso principal la norma impugnada (art. 

521 inc. 1° C.G.P.), pero la sentencia no tendrá efectos en otro 

proceso futuro -aunque fuera entre las mismas partes- y el 

interesado deberá reiterar en el mismo la excepción de 

inconstitucionalidad y confiar en que la Corte mantendrá su 

criterio (ello porque la ley desaplicada en un proceso mantiene su 

validez y su vigencia) 

En cambio, en la hipótesis de la vía de acción la 

eficacia de la declaración de inconstitucionalidad dió lugar en 

nuestro medio a una ardua controversia hasta que se dictó la 

reglamentación correspondiente. Actualmente el art. 521 inc. 2° 

C.G.P. establece que "la sentencia tendrá eficacia para impedir la 

aplicación de las normas declaradas inconstitucionales contra 

quien hubiere promovido la declaración y obtenido la sentencia, 

pudiendo hacerla valer como excepción en cualquier procedimiento 

jurisdiccional, inclusive el anulatorio ante el Tribunal de lo 



Contencioso Administrativo". Quiere decir que -como ha indicado la 

Corte (sent. N° 737/94)- la norma declarada inconstitucional no 

puede ser aplicada en ningún caso a quien obtuvo la declaración, 

teniendo en principio dicha eficacia extensión temporal 

indefinida. 

La eficacia de la decisión está siempre acotada por 

la identificación del actor y de la norma cuestionada 

oportunamente, mas se ha observado con razón que en definitiva es 

la propia demanda, al formular "el caso concreto", la que 

determina el ámbito en el cual será eficaz la sentencia 

correspondiente. Así, por ejemplo, si se invoca la 

inconstitucionalidad de una norma tributaria sobre inmuebles el 

interesado podrá referir el caso a la tributación de un 

determinado bien por un cierto ejercicio fiscal o plantear 

genéricamente la cuestión respecto a varios inmuebles de su 

propiedad y extender la pretensión a los ejercicios fiscales 

futuros; de este modo, mientras en el primer caso la sentencia 

correspondiente tendrá una eficacia similar a la de un planteo en 

vía de excepción en el segundo tendrá un alcance mayor y 

temporamente indefinido. 

Precisamente en relación al alcance temporal de la 

sentencia emitida en vía de acción -pero en relación al pasado- se 

ha suscitado en nuestro país en los últimos años un interesante 

debate a raíz de una sentencia dictada por la Corte en anterior 

integración en sede casatoria (No 43/92) . En la especie una 

persona de derecho público no estatal que había obtenido en vía de 



acción la declaración de inconstitucionalidad de determinada 

disposición legal tributaria, accionó por pago indebido 

pretendiendo el reembolso de las sumas que había pagado en virtud 

de dicha norma antes de la declaración aludida; la Corte rechazó 

la pretensión, sosteniendo básicamente que en la hipótesis "el 

caso concreto" referido por la Constitución nace con la demanda y 

que la Corte no puede enervar lo actuado precedentemente sin 

exceder los límites constitucionales de su competencia. La 

decisión fué criticada por la doctrina especializada, la que 

afirmó que "el caso concreto" precede en la especie a la 

presentación de la demanda y surge históricamente en el momento de 

sanción de la norma declarada inconstitucional (o eventualmente en 

aquél en el cual el actor se halla en la situación jurídica 

prevista en la norma); de donde los efectos de la decisión deben 

llegar a dichos momentos, salvo que medien aspectos 

definitivamente aplicados y pasados con autoridad de cosa juzgada. 

La Corte en reciente sentencia unánime N° 264/98 -dictada con su 

actual integración- compartió esta crítica, rectificando en 

definitiva el criterio anteriormente sustentado por el órgano. 

2i - Introducción del uso indebido de la cuestión 

de inconstitucionalidad. 

El efecto suspensivo automático que -como indicamos. 

antes (2,d)- tiene la vía de excepción o defensa en nuestra 

Constitución -y que bien podría corregirse entableciéndose en su 

lugar en la Carta la elevación a la Corte de una fotocopia 

certificada y la continuación de la causa principal hasta que se 



encuentre en estado de ser sentenciada- dió mérito en el pasado a 

la frecuente utilización del instituto examinado con propósito 

dilatorios. (particularmente en hipótesis de lanzamiento o de vías 

de apremio) 

Actualmente -reglamentada la Constitución- existen 

diversos mecanismos dirigidos a paliar los efectos negativos de 

esta utilización indebida, a los que hemos mencionado en el curso 

de la presente exposición, a saber: 

La facultad otorgada al juez o tribunal 

interviniente en el procedimiento donde se deduce la excepción de 

no dar curso a las solicitudes extemporáneas o a las que no se 

ajusten a los requisitc6 formales establecidos en el Código G. del 

Proceso (art. 513 C.G.Pj; 

La concepción de idéntica facultad, en las 

hipótesis mencionadas, a la propia Suprema Corte de Justicia (art. 

515 C.G.Pj; 

La prohibición de planteos sucesivos de 

inconstitucionalidad (art. 512 C.G.P. inc. final); 

La posibilidad de emisión por la Corte de una 

resolución anticipada en cualquier estado de los procedimientos 

siempre que medie notoria finalidad de dilatar innecesariamente el 

proceso principal (art. 519 N° 1 C.G.P.) 

Resta todavía indicar el mecanismo disuasivo 

resultante para el promotor de la condena preceptiva en costas en 

todo caso de rechazo de una pretensión de inconstitucionalidad 

formulada por parte interesada y la imposición adicional de los 



costos (honorarios de los letrados de las partes) en las hipótesis 

de malicia temeraria, entre las cuales se cuenta especialmente el 

planteo de la cuestión con fines dilatorios (art. 523 C.G.P.). El 

letrado patrocinante es a su vez sancionado con la pérdida del 

derecho a percibir honorarios en el caso de promoción de la 

cuestión de constitucionalidad con fines dilatorios de los 

procedimientos respectivos. 

Frente a este cúmulo de medios disuasorios los 

litigantes maliciosos han de pensar seguramente dos veces antes de 

plantear una cuestión de inconstitucionalidad; de este modo, 

actualmente son raros los casos de entorpecimiento procesal 

derivado del instituto, a pesar del apoyo objetivamente resultante 

a tal efecto de la suspensión prevista por la Carta para el caso 

de formulación por vía de excepciÓn o defensa. 

. UNA DISPOSICION CONSTITUCIONAL ANOMALA 

Según mencionamos en la Introducción, existe en el 

texto constitucional vigente en nuestro país una disposición 

transitoria -señalada con la letra y- que fue incluída por la 

reforma constitucional de 27 de noviembre de 1994 y que presenta 

caracteres totalmente diversos a aquéllos hasta aquí analizados, 

por lo que -a pesar de tratarse de una norma prácticamente ya 

agotada en sus efectos- nos parece necesaria su mención para dar 

una información completa sobre nuestro ordenamiento en la materia 

y poner de relieve ante esta III. Conferencia que también a la 

especial temática que nos congrega ha llegado la inagotable 

creatividad de los juristas y sendo juristas compatriotas. 



El texto recoge un proyecto presentado por el 10% 

de ciudadanos inscriptos que, no contando con mayoría 

parlamentaria; procuraron quitar eficacia a determinadas normas 

restrictivas en materia de seguridad social; tales normas - 

siguiendo vieja práctica legislativa- habían sido incluídas en 

leyes de presupuesto o de rendición de cuentas y balance de 

ejecución presupuestal recientemente sancionadas, con 

desconocimiento de la prohibición constitucional de incluir en las 

leyes presupuestales disposiciones cuya vigencia exceda de la del 

mandato del Gobierno (art. 216 de la Carta). 

La disposición en cuestión "Sin perjuicio -dice- de 

lo establecido en los arts. 216 (ya citado) y 256 y ss. de la 

Constitución de la República (que regulan la inconstitucionalidad 

de las leyes)" declara la inconstitucionalidad de toda 

modificación de seguridad social, seguros sociales o previsión 

social contenida en leyes presupuestales o de rendición de cuentas 

a partir del lO  de octubre de 1992; añade que la Suprema Corte de 

Justicia, de oficio o a petición de cualquier habitante de la 

República "sin mas trámite" debe emitir pronunciamiento "indicando 

las normas a las que debe aplicarse esta declaración", comunicando 

su decisión al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo, y precisa 

finalmente que las normas indicadas por la Corte "dejarán de 

producir efecto para todos los casos, y con retroactividad a su 

vigencia". 

Como 	se 	advierte, 	la 	declaración 	de 

inconstitucionalidad resulta en el caso de la propia Constitución; 



la Corte no ejerce aquí su típica función jurisdiccional pues no 

hay controversia, ni partes, ni proceso; a la Corte se le confía 

simplemente una función complementaria de "accertamiento", de 

determinación (explicitación) individualizadora de una 

inconstitucionalidad ya declarada genéricamente por el 

constituyente y que puede ser incluso incitada por cualquier 

habitante de la República", sin requerirse al efecto invocación de 

interés específico alguno. Por otra parte, esta peculiar 

declaración de inconstitucionalidad tiene efectos abrogatorios con 

retroactividad a la fecha de la norma legal correspondiente, por 

lo que por primera vez una sentencia de nuestra Suprema Corte en 

materia constitucional rompe el encasillamiento del caso concreto 

y alcanza un efecto general. 

Solo nos resta añadir que la Suprema Corte de 

Justicia cumplió el encargo del constituyente por sentencia N° 

338/95 de 15 de setiembre de 1995, la que -luego de precisar las 

singulares características de la cuestión sometida a su 

resolución- precedentemente esbozada y analizar cada una de las 

normas posibles de ser alcanzadas por la disposición 

constitucional )  declaró incluídes en la declaración de 

inconstitucionalidad efectuada por el constituyente, con los 

efectos previstos en la misma -total o parcialmente- treinta y dos 

artículos de las leyes N° 16.320 y 16.462, respectivamente 

dictadas en los años 1992 y 1994. 

Montevideo, noviembre 1999. 
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ILltItZl 4e_nQxiFjlbre 4e 19 69.  s&csatenerLU1LÁrL_$L_ 

Inc. 79 de 1 Carta_ en la redacción d4t.çnr.Jj reoa olebiscitada 

l 26 dp novienhre de 1981 

Fi prootor justifica su 

intorAs rl$rortn pørsnnal y logitim_ acrerlltandn sor røtiradn polic(al 

porrlhir una açIvhiad ruyn monto a;cfende a NS 55ftØOjmiexn&pejn 

.gjilnlntns rinrtrnnta y sois mil gi!lntpntns)_ 

ftpres& guej çh& oaflyj 

jJ pd htsi dft regiila&Jufl & e 1 Dre antt..pQr el Se ryiclitSflEt L y 
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Ii reforida 1P) 13.793. 
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titulo 67 rIo la Cnnçtitvirióri,. lo causa serinf perjiilcios prnnógnlcnç 

par tal [lar un 

criminatoria con los dás paslxnssrugeneral ya que la reforoncla del. 

inc. 22 dol arU fil ño la tnnçtitudón a 

excluye los retiros pLñJrJ&IPS y/o militares. 	s.deaut.eLcOastttuafl. 
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flUnrSend6ftdtdL&EickLdtconIUtuciDnaIH&dJíc QSaCUaaLt 
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tate.que el_acto_legJs1flYDs1aectaiguaLti&s.sonasprir1cj- 

ias.nn&tLtucinnaiavigaatas en It éDilc&Jit susanci Ón ...s inos.ucoU-

si órncanJln4lreciso iext&tonstitucioaatsuper.v±nl ente-_ 
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fm_dfrada _atr.s,_c1andojnaLy a .uajnúltipltyaxhaustiitanátisi sAanl- 
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rIa,bahrAdeecLdirl&retErid cuesUónjj.e wanertdiyers.e cQfo en 

(fnnnaiinifonne JüJI.ciara_conotrms Anteariciones. 
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Empero, existiendo Pubii-J 

Ivo del 	2RIV!! y 7/U do 19M), resulta aprnpladn rp4nitIr 	oh- 

rnorat parAfracR y faHpnças transrrip.-inngc a Inc trabajos dg 

aI:MuÑozDubLicdp5 en 	la 	R.D.J.A.: tomos 55; 	DÇS. 	157 y ss.Y ' 

-3 



	

a i pág sÁ3ty_s s tSRQ&S2IE1Ls&LLLSLL 
	 \ 

t.0032pAg5..18tjss ;i1ell&aLDLJsEC HA&sn "La Const 1 Wc tón -_-

fr»'; tonc_J44ggs_.Jfil_yssdp ESTFVA, n ?Dpdanrlán dp lnrrrjfl.j 

bici onafldt.alL.Lai tsbc&toj ectiv&21 1 Rodery su £oiarna 

pag&O5ssydt.tQ2EELSLWAL e nDencho Lonsti LuUoMU.átct 

	

_._11JJ. 	La.Coraaraciña, ion <zii M 

Lu&LJnLe9LALiM._enU ecde,,s 1 n que_ex Ls ta di screpanri&sntresusmier 

hra&LLnsDecLc._qu&Ios si gui en tessoni os_eflremc&q ue de hen sen 

Espe34dQspcnrcnsUtuJt miDa se & xue_pe nDtten.salizc icnanaUpróbit-

mt.  

En prJmeniugar,_sLsines 

t rp rép  i nsn jucidico_pos Lt-L'tasdm Lte la_derogaciánexpresa_c4 &cita._dt 

-aonnas-4e--catagot-La.--1-ntar1or_a 4a s-const ijuci ana 1 es .rOC—U n ano-rza_, 

&QniSitucional sancionada y Dos  

Je la norwa de rango 1eL_Lçifler_l2eJj inçQspp.atijxW:djt-_1 - 

&e1InQivara nc it 

sar cuJido adn 1 ece de_incontituclanalldajj,a_actq. iegis la Uo_fQm4L_ 

1_tiQia&efiniLpor.los arts2Síy_26Q_COk$iJTitC1ÓÍLsL_ 

existe o no una diferiencía_es.encLaj.. entreda incoa&tttucionalid.ad tiej 

tales actos y eLlpnómeno de la_oosWÓn_aincoqpatibiiUtLeataJt 

nomR giio nacp a trav4s del aciaJaolslativalnrmaLyun&nnrmtionstl-

tucionaisupacLniente.._.______.__. 

Fjna1jq4 y 	 j—c er  

lugar, admitido, 

ejteirirjjtjjcjoa.1j dMdJ derogac iÓn. deteniinat_cu&_e14utLsi.c 

ciÚjcnmgtgnttara_decid1r_1a .ijiapLicabI.11daddejio_actQnOnYiflixo 

t i po 	1.o sjLtsrt h 2 yi5ffSQNS.JJ iU 
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ontenji1o_,jmaterJ as _y untos 	Ja_nuey.a_CflNSII IJJG1O1L______ 

4ers&sohrflaconcflsihnhabid&tuent&.que, enpurJ4ai1,sxiste 

4 ¡ .s ciepa nc Las_en_nuestra_doctrina_y. sn_nuestra .j  urtspni4e ncia_r.especta 

.a 1. ef2CIQ_Utt1eDe.n .fls_nonp.a s. sQrtstfludQaal.e S_$QbLt lis_J.ey.ei_pn__ 

mu1gadacnn_anieriori d3&.asu._vJ ÇeaCitQULitíQL3tfldkePQP_iJiç- 

usnona- 	--__ 

-- 

1 - supe rylnlente_crnj siiflzywn_uan.st.dt_ 

i-_s1_4xc4istwo.4rgan-_j-uc4 s4 icc-Wnal---çcmpeteate-pa ra_4ecl aa- 

rs eQ3mQ3._dg Ji iatert& 

segundo_punt. 

den_.los.1 ategran.tes .de .Jt Corpor.ac iin_.erL que_lucaiL 

..legislativo..ferrnat como..inconstituclonal,Jmpli.ca_ 

it inüdad_canst LtuclonaLile .,.ese_acto-_._.. 

_..Una.tal _yaloracJ..q iupone 

ácto ... leglstativo..con eL modelo qutias.íiormas c 

tituclonale& establecen como aquél. al que debe. ajustarse .la_producciúrn 

L legItin s 1_no crilide. corL.Lo_ que_al_ 

Ltucicnalast&tuye.respectoa sus. requisitos deíoma_y_.a_i 

za -y--! Imiteta_los que debe ceñirse su contenido;_si_-col id-e-con-_la .isie 

a_.norma_conzUtiic1ona1-dIsponeen 
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-titue iona-Lpreaxistente_a Lque_huba..dt.a.dscuarse - 	 _________ 

Fa.artn adnlpj-p çnr mi 

-sigiLipnte, do inmnnçtjttirinnal fdad,._pero_ton..gozs dr' una prciincjón di 

-i eg 1de.LSIC.1 adebt sstjiec.I ar..ada..pa.qu eJa noraieQ aLdafa- 

tuo a'a.ss 4pi4cad a....a Lc aso.....c onc reta eaei_que. e.p Lantn.ac.pecati. 

- y.i da&.(acjs._.256....258. y_259 CONSTI TUCIOtL) . La- deciar.ación-4e-4 flcc1n$a 

-tLtucion.al Lda&dun ..acto4egi si et t.vo. torita L-su20n0-un_juicio4obr.e_a 

.J i.e ij..in djyJj.teratmente..L. imp.ut.ar_un&s lo.! acinej_üencJn.j 

a I.órgAnq.IegisIatiy.oJcAss lNELLl_NUÑOL..Lfl..LL.;p.S9), rpiynq Artniz P ; 

IA.nmparMos._.en...pxindp.in._por Ja_prr'iindÓn...x!eJsg..Ltimidad,_a! iijiiai 

qito fndos.43s_A(- tns jurldimos_ 

Ha djrhçt PI TrihnnaUda 

ja_Contni-nsn Adniin1çtratiw4Sentñsl 211111954e&R.Dj.k... t.-5Z 

.ji.202) que 2el.4tiJ.do..tjnconstjtnc1ontl hia&ysLjujcla.sghrø dr' rnpa, 

£jtrLjiene.n un íund.arT2ato_canún :_j a_existencia dg lncABpaUh iii dd .Iñ 

..gica_entratnoimas.qut...r.eguLan Jamism&wateria.Si&embargo_eLob. 

jeto de ?mho& jo! c ¡ as-es-abso 1 	 4ebE 

UnnarJ a y ijafacióji_.de jin.&.norma.innsfliucj oraL preexisten te y. ,._consa-

_cuentenente, se._debe deciararque el acto legislativo es llegítimo;..ea. 

.sLsegisndn,..irenta i dos.nonnas perfectamente.válldas_desdeel..punto_d! 

vista_c.ons.UtuctonaL ..debe_4ecLa nr .e.xistentey... aplicable2 & .normaccn 

.iflucIonaLponsar_dt ado..s.uper 1 flQLSeL. p £(&J.QL1 ..-. -. - 

- 	 -. 	.....................Resta .searus Ja 

• esenm 1 al ¿1 if.erencla_que e.x lstaantre .el...fenóineno de. la ..deroçaclón ,.en_ 

_virtucLds.ja_ incompati bi 1 Idad.de una norma . legal Jegi tima_( por_aj.as.t.ar 

se a Lt_nonnat.Lvaconstituclonai vigente al momento_de._su..promu.lgación. 

con_otr&_narm& .const 1 tuci ona Lv.! gentt enteLinomeoltea_qutsa..ieri fica 

isaiil ptejisdg pl! ca.cj úrudtla - pr.lnierteiinntenttl&ÁncønSr_. 
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/ titicionAli ,lad y consrunte dosapllrariñn rie itna 	ley por rnntrarlar, 
sea por razón de forma o de contenido, una norma constitucional vigente 

a] 	tiempo (1a su prrwmjlgaclón nc determina concluir que se reduzca el 

áínhitn de aplicAción del Capfjjjlo IX de laSacrjón XV de la CONSTITU- 

ClON çn1amnta 	las_jeyes.promuj.gadsç a posteriori 	de la entrada en 

vtgencia 	de..Ja_Carta FtindarTwntaL,.,........ - 

Cwerpc y que st.enuncjp de 

La 	 el 

plafj.er4 si1oIejjjjflQ_4g_lado cier1tashipó- 

tçtg_muy_especiales)._es _que_lainconstitucionaiidad_es_un_defecto_o _ 
vjrip_del_arto_(en_su_fnrnia oençii_contenido)que lo_hace 'ileg1tin 

pgr_np_ajustarse_a_ lo_prgvgnjdp 

___ __ 
_e 	larnnstalariM_normativa.constitu- 

tinnal_bajo_cuya_vigencia 

__ 
_fuepromulgada._Por_cnnsignIntø-y._cornoas 

clArotamhl4n_puede_çar_ declarado_intnnstjturinnalunactn.lagidati._ 

vn_forma!_promulgada_con_ 

__ 
anterioridad_alaCONSTITUCION_vigente.sies 

que_era_incompatible_o_desajustado 

__ __ 
ronlaCONSTITIJCIDNvigente_en_el 

momento_rfa_su_promulgación.- 

____ 

FI 	vigor temporalmente 

4nd.jtr.jm 1 nadg_del_art_ Ç5 _Í)NSTÍT1IÍTÚNen_loquerefiereala_fecha 

de_la_ley_susceptiblede_ser 

_____ 
_declarada,_inconstitucional._DerillaneCe 

,pues.lncóldiffin._aunque_su_ámbito de_aplicación_secorrelalorçon lo 

dlipiipqtn  .pgr el, prt, 129 

__ _ 
CCNSLITUflII»4 ,  enj.pnfp este teto c1rçunrL 

.b.e_la_ctlestt&LJjp_inconstitucinnplidad1 de_la_ley.aljuicio_iieincotn- 

patlhilid.vt.4p_bçta_ron_la_ 

____ 
normarnnçtiti,rinnpl_vigenteal_momento de si 

prnrmilgariISn 	airtiiyendnde __ 
____ 

_nc 	Mnhitn_y_remitiendo Rl prgpio ile_la 

cuestiónde_la_derogación, _ 
____ 

ja_oposlció 	de_l _ley_co 	la_npp consti- 

tuclonal 	superviniente. 

____ 

VI) 	La tercera cuestión radi' 

ci 	essinttsi .s._en dec Idi riat 	Un 	tde..,,d erg anvrosL 



 

-ci 6a_supartirtLentg r el _exc.Lus.biaórg ano-_cpetent e par dr 1 arar esa 

-co44s-ia-4s-4 aÁe-y c"n _la.t3NSILTUC 1  9Ny_dtsponensu_ñesap1 frpc 1 ópaL 

c3soJ- nntreta_IaJesILSupracorte4eJusticjL. por t. ratarse de ma te-

ria sin'flar .a IA .ngu.Uda_pnLMjil3&t.ONSLIJIICIQf3. ..qut3uart25j 

a y exclusiva. - 

_____eflunt&dondt 

suscU.&.LLJJiYe.rglw e Li_.eatre_los_ actuales A nteg ca cta_deJst arteLas. 

que_sl guasoa,pc)r_coasJguJ enta, Jo arqnentcs.eruqus se_.fiindannta 

4a-zaí-otLa_para_aco rda r ,- dtmodo .1 egai. rl a-pres en te-4ec-isiAzquazon 

c3.uisL4as4actawqu e.,en esta. ca s- y_pos_trata rssds..uaaiüpótesis4 

e3Jen4g.a44.ncmpat4b1 1 idad de1-textG--1egl1--3pigna4o-con el postsflo-.-

..mentts.anclpnsda tnt_deLart.í2ae la £art&.sttrtarii.e_uniJ 

e deroqaç!Ón tácita ex-art. 329 CONSTIT UCIO1,por_Ip_Que la Suprema 

£nrtpjje iustirl&rarprP_da4urisdirclón pa.ra_entand.er_exi_una_tal_cues-

-U 6a,por_nazcnst .1 tutr_l.&jnaterl a_a - l.a.q ua .reitersaL.yaitada.arL 

256 CON&TITJJCIO&__________  

Vj L)_Esregl inmanente_si itt 

4.LscutLbe4a_nuntro_s 

 

1s.temajur4di co-4act._2LL_CÓdi go--CenecaL4ei-_ 

lrncnL4uaahiezJieJttausa . debe .resolvet.I&tuesU&.qu&seAt_ 

.4ilantøa. rnnfnrmecon2as_regl.a s. de. xterec.ho - positi.w_ue, susUnc LaLy 

-telnp4raimea_raguJan ia J Wac tón . .que_const ¡luye l obJ eto asater±& 

-dei-4roceso  

_.Jdie.dcute_que, pra- 

- sent&ndose_un_prob.l wna de_vigencia. iie. .un&cJert&onna_J egahpor.0 clui 

su_iMconcLLlabl ildad..con otra oortn&posterLor_.de_1guaJ.raiiga._J.a_c - 

petencia_pat&Jiecidirel.pui1to (st.exlste o no derogaciónácktaLes 

-fropia-.déL.luez .de_1&iausai_ ---------- ____ 	____- 	 - 
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11. Corte e- j u li c i a ,  -. cua l 	 II. - rel ev8ncia 	e 

1ieJÁ CÚNSTlJJjCJ.Qj.4nt (IP 

	

IqFi2 	dei
,
1ü/vI1/lgç). 

la Corte n 

rnmartgnsfundan'entnç  

En e1Soaj.j-andp Y de 

la presente decisión se han señalado i.as._rnQneLaes1fltajtenn 

der que existe unaiferencia ese!Eia1 entre la h.p.teflijJeJj.oQeciór 
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¡ 	 .1 ega 1 _pot ua&iionn& Icnstjtuci.3n31 - pcsterior._y_ ltdncons.. 

7 ic1 onat 4ad4e n4cto 1 eg i1  tUn, pór  transgredirpor_sii fnrma 

'' çu rnnrpnjdo_lp nnr,natiya coistJtijcIontLytgeMep el momento dt. 

tsu_paríeccon.arnientao_grnçmj ldÓa.__ 

Si bien en ambos casos 

hay, c1 e 	2.t 	nterpretaci.ón_da i&tüR&T1TUC1ON._ei4uIc1n_ue_ja. 

1 
to do la 

marco_ton&tLtuc1on1 vlgente on el mrwnpntn Pfl 

PIflflrua-r,1tfl.wflfl7.phIp,i,Taafl1 

Supdo ç Imp 1 

el fenámeno_de.Ja_.decogac lón, _ve_extlnçu doparñ_ aLluturo _ins -- 

_ttjijiçiQ.qutsej'jkl LLL 

pótesi&_daJ& 1 ncoo&tI tuc tonal ¡dad_es - totalpentg di yerso_gstL 

discusión_lapropia.leqitjmjdad delacto Ieglslativo,Jo.que. requh 

re_su_confrontación_con el modelo.constituc!onñl,.vigentteneljnomento 

acIón,_queetarinina los requl sites. y. presupuestos d Ter 

1 c ionan su validez;_ 1.0que supontreprochar itL - 

1gLs1ÁiJor,_1mplic.1tamente. haber transgredido La voluntad del. const:L-_. 

,—sl -es- que -se conc 1 uye_en que eüstedesajustaent 

is-la-t.t.vo—y_la_normattva. constitucional -- ---- 

- - 	______LaAeçlaracjØx 

Jjjyolucra unacuestión de 
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snm&.gravedM .e ImpnrtanrIA pailtira41kt1)fl 

ran t1eJsdrngarión. ilnnda no estA P-n 

aParate. $ÚLCJIEtttS_eLLSL 1  

juego el 	punto cJ.a.j.o(tii,ii 

d&dt_J_nona.J.egal 

IX) 	Por otra Oittt 	la 	Inter- 

ptauiinjie 1k CONSJJJJJCJON no eç 

excj.tjsiviña4 (SiIPFRVIFLLF 	njtciL; 	págs. 	477 jLARI 

HQrd.iapria como el 	Tribunal de lo Contencioso Administrati va. 	U Corte 

EIeç.QçiJ. el Tribunal de Cuentas, v.-en qeneral, todo Orjjno público, 

jab£a- 	la CONSTITUC1ON par&y•a.la 

24i1ur lOS tntns lepals 	reglRmenUrins. .. 	 . 

De alli 	tlue vio 	sea 	de re- 

tiflsl arQumentO gue.Q,ara sostener cue también la hioáLj.jjAtj.ncoi- 

patihilidad de una norma constitucional posterior resulti c'2mprend!d1 

aaJ.&rnnpetncia exclusiva gue_cnnsagra el arL_257 CONSflULCJffiL_..j_ 

£nnazenta en que es necpçarinjnternretar los textos copsjLjjgjçjjJ.j• 

para 	. 1ansJay estA derngasi a por la CONST1TUCLD 

Aunque se idnigye la 

tjarajnac[án cje si una norma .J.eaiLhttp_ao cierogida QQLQI1a norma 

osjucInnaLsobrevIniantts.ons.tituya. 

rnnçtituirinnalldad" 	(prurjor: 	de 	interpretación 

latu sensu. una 	 de 

de_.IaíINátUiJC.LQN). 

ello no_jnnstiibiye la "cuestión de declaración de Inconsijjtjcjcnalidad 

_de_M4_ 	y consecuente Ifl3QU&abiildad °  lo que y en Ii ei.trkt4_1 - 

cl6n que corresponde asignar a la cualidad de "1nconstit%cJ)J1al". 	aoli 

c Ada 	fonrajsegQn se ha venido Ini i.Z3JEÍKIa,Jnte 

flflflflntQ-, es cosa dIversaS- 

La LLnefl1 

xamiesd&QutIñC OH 5UiuCkQ$_Di QLÇ a LJ. 	WXaJU&iLtLC 	-Jj.sI.itit 
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'/tencia N° 271.- 	 MINISTRO REDACTOR: 

DOCTOR RAtJL ALONSO DE MARCO. - 

Montevideo. cinco de setiembre de mil novecientos noventa 

y siete.- 

VISTOS: 

Para 	sentencia 	estos 	autos 

caratulados: 	Estado - Poder Ejecutivo c/ Corporación 

Nacional para el Desarrollo - Acción de 

inconstitucionalidad Art. 2o. de la ley 16.622'. Ficha 

511/94. 

RR'SULTANW: 

I. 	El Poder Ejecutivo -debida- 

mente representado, seEtn fotoc:opia autenticada de poder 

que acompaña (fs. 10 - 11)- deduce acción de inconstitu-

cionalidad respecto al art. 2o. de la lev No. 16.622. de 

10 de noviembre de 1994. por considerar que viola lo 

dispuesto en la primera oración del inc. 2 del art. 86 de 

la Carta, y afecta en general el equilibrio 

constitucionalmente 	establecido 	entre 	el 	Poder 

LeEislativo y el Poder Ejecutivo. 

Indica que el 16 de agosto 

de 1994 el Poder Legislativo sancionó un proyecto de ley 

creando el Fondo Nacional de Garantía, destinado a 

garantizar los créditos que se den a las micro y pequefas 

empresas, cuyo artículo 2 establece que el Fondo se 

integrará con el 20 % del producido mensual del impuesto 

creado por el art. 642 de la Lev No. 16.170. hasta U$S 

2.000.000. El Poder Ejecutivo formuló observaciones al 



provecto de lev (art. 168 ord. 6 y 137 y es. de la 

Constitución), distinguiendo las referidas a razones de 

constitucionalidad (dirigidas al art. 2o. y fundadas en 

e]. art. 86 de la Carta) y las motivadas en razones de 

conveniencia, El XQ de noviembre de 1994 la Asamblea 

General levantó las observaciones mencionadas de acuerdo 

a lo dispuesto en el art. 138 de la ConstItución. 

produciéndose la promulgación ficta prevista en el art. 

144 de la Carta el 10 de noviembre de 1994. 

El accionarfte afirma su 

legitimación para interponer atción de Inconstitu-

cionalidad: cita doctrina y .lurisprudencia de la Corte en 

su apoyo y añade que, de otro modo, leyes del tipo de la 

presente Quedarían fuera de la instancia .iurisdiccional 

de constitucionalidad, puesto que ningún hábitante 

tendría legitimación para plantearla. 

Fundamenta 	asimismo 	su 

interés legitimo, personal y directo, en tanto el Poder 

Ejecutivo -responsable de la conducción de la economía 

nacional y de la ejecución presupuestal- debe aseg'urarse 

de que se cumpla en materia de asignación de recursos lo 

dispuesto por el ordenamiento luridico. 

En la especie el texto 

sancionado por el Parlamento implica una disminución de 

(J$S 2.000.000 en los recursos disonihles y afectados a 

fines diversos con anterioridad a la ley. La privaci6n de 

dicha suma para ser destinada -como hasta el presente- a 



legitimo, personal y directo del Poder Ejecutivo. 

Respecto a la inconstitu- 

cionalidad solicitada, expresa cate el art. 2o. imunado 

sinifica (va se prefiera hacer mención a la 

creación propiamente del Fondo o a los &astos que deia 

sin financiación al asignar un destino específico al 

impuesto) sin indicar los recursos con los que serán 

cubiertos. 

Afirma que a partir de la 

segunda post-guerra mundial se inició un proceso 

tendiente a restringir los poderes del Parlamento en 

materia presupuestal y que &L derecho Constitucional 

uruguayo no ha sido ajeno a esta tendencia. habiéndose 

acentuado desde la Carta de 1934 el papel del Poder 

Ejecutivo como responsable del orden financiero del 

Estado y restringiendo las atribuciones legislativas en 

la materia (art. 65 No. 5 y 6o.. 86. 133. 168 No. 19, 

214. 215. etc. de la Carta'. Añade que la disposición 

rjb.ieto de esta acción es un clwo ejemplo de lo cue la 

Constitución ordena evitar, en tanto se comprometen las 

finanzas públicas. y en consecuencia el funcionamiento 

normal de la economia nacional. mediante una ley que 

si.&nifica gastos sin establecer recursos genuinos rara 

cubrirlos. 

Examina la primera oración 

del inciso 2 del Articulo 86 de la Carta sosteniendo que 

prohibe sin exoec iones la sanción de leves que ocasionen 

gastos sin prever recursos para su financiación. 



Contextualmente el Preceto se ubica dentro de las 

restricciones &enerales a las facultades leis1atjvas en 

materia presuuestal y económica. que coadyuvan a la 

interpretación de la ztorma impidiendo asignarle un 

alcance meramente formal que se llenaría con la 

indicación de una fuente de financiación va asignada a 

otros fines. Aleaa que la interpretación contraria 

implica violentar el momento "textual. contextual y 

teleológico de la interpretación de la norma.' (fe. 12-21 

y.) 

II. Que la Suprema Corte de 

Justicia dio inEreso a la pretensión y confirió el 

traslado correspondiente (fe. 23), el que fue evacuado 

por la Corporación Nacional rara el Desarrollo y por el 

Defensor de Oficio designado Dr. Walter García Torres. 

solicitando se rechazara el recurso interpuesto (fe. 30 - 

31 y 44 - 47 resectivanente): (Dido el Sr. Fiscál de 

Corte estima que corresponde declarar la 

inconstitucionalidad de la norma atacada. (fa. 40 - 42). 

WNSI.DERANW: 

I. 	Que 	corresponde 	analizar 

previamente la legitimación del promotor de la presente 

acción de inconstitucionalidad. expresamente cuestionada 

por el Sr. Defensor de Oficio (fs. 44/45). 

Como 	se 	indica 	en 	la 

demanda. 'la doctrina nacional ha sido mayoritariamente 

afirmativa sobre el punto. 

As 



Aréchaga sostenia aue todo Litigante ruede promover la 

cuestión de constitucionalidad y afirmaba luego la 

le.&itimación del Poder E,lecutivo expresando: 

'En al&unos paises se ha 

discutido por e.iemplo si los Fiscales dependientes.del. 

Poder E.iecutivo pueden deducir la defensa de 

inconstitucionalidad contra una lev. Se sostiene que 

desde que el Poder &iecutivo es colegislador va ha tenido 

la oportunidad para oponerse a la formación de la ley 

inconstitucional negando su promulgación .. .... En nuestro 

país no ruede sostenerse idéntIco criterio; si bien el 

Poder Ejecutivo es colegislador no puede oponerse 

eficazmente a que se termine el proceso de formación de 

la lev mediante un veto absoluto, desde que, en todo 

caso, sus observaciones podrán ser superadas por la ¡ 

Asamblea General por mayoría especial.' (La Constitución 

Nacional. tomo 8. pág. 225; Or&anización Taquigráfica 

Medina. Montevideo. s/f.'. 

Un decenio más tarde, y 

estando va en vigencia.la  nueva Carta de 1952. Cassinelli 

Muhoz afirmó: 'La circunstancia de que el Poder Ejecutivo 

tenga intervención en la elaboración de las leves no 

elimina, como se ha sostenido. la  Posibilidad de que la 

persona pública Estado pueda estar legitimada para 

solicitar la declaración de inconstitucionalidad de la 

lev que aquél promulgó.' Y luego de distinguir is 

competencia del Poder Ejecutivo como colegislador de la 

legitimación de las personas públicas para solicitar la 



declaración de inconstitucionalidad. y afirmar que 'no 

tiene relación' la una con la otra. indicaba: "Ni 

siquiera cuando hay consentimiento expreso (por e.iemplo, 

promulgación expresa de un provecto de lev sin 

observaciones) puede entenderse que queda excluida la 

posibilidad de accionar lue&o contra el acto consentido. 

En efecto, la acción de inconstitucionalidad es un 

derecho indisponible e irrenunciable. que no puede 

extinguirse por una equivocación de los integrantes del 

órano público, como tampoco podría renunciarse por 

ninguna persona privada'. ('Vías y efectos de la 

solicitud de declaración de inconstitucionalidad', en: 

Estudios .lurídicos en memoria de Eduardo J. Couture. 

Montevideo. 1957. págs. 144 y 145). 

En icual sentido se expidió 

Véscovi: 'Aluna duda ha planteado, especialmente en la 

doctrina, la legitimación del Poder Eiecutivo. En efecto. 

dada su calidad de órgano colegislador, y de su derecho 

de veto, que le acuerda. la  posibilidad exclusiva de 

rechazar la lev -aunque sólo con efecto suspensivo- se ha 

pensado que no cabe otorwarse esa vía. No obstante ello. 

y a la falta de norma expresa. creernos que la solución 

debe ser afirmativa, y así lo entiende la mayoría de la 

doctrina 'nacional. Consideramos que en un régimen. en el 

cual el proceso de inconstitucionalidad se refiere 

exclusivamente al caso concreto que se plantea. resulta 

incd'ngruente argumentar que el Poder E,lecutivo no vetó la 

I!LC 



cuando eerce esta función lo nace en defensa del interés 

&eneral considerado la norma en forma genérica (en 

actividad poljtioa). (El Proceso de inconstitucionalidad 

de la. ley. Cuadernos de la Pacultad. de: Derecho y Ciencias 

Sociales. No. 18. Montevideo. 1967. págs. 156 y 157). 

Invocando estas opiniones 

-v partiendo correctamente de la fórmula amplia adoptada 

en el tema por el art. 258 de la Carta L... todo aquél 

que se considere lesionado en su interés directo. 

personal y le&ítimo')- la Corte. en su precedente 

inte2racj.ón, afirmó la le&ititnación del Poder E,iecutivo 

en los procesos de inconstitucionalidad de la lev (sent. 

No. 23/91). Rectificó. de este modo. opinión anterior 

contraria de la Corporación (sonts. Nos. 89/55 y 143/56). 

Ciertamente. luego de la 

sent. No. 23/91. se publicó el importante estudio -que 

cita el Sr. Defensor de Oficio- del Prof. Cagnoni. en el 

que se desarrolla una opinión diversa y se critica alguno 

de los fundamentos transcriptos (El proceso de 

inconstitucionalidad y el Poder Ejecutivo, en Rey, de 

Derecho Público. 1992, No. 2. pág. 167 y 35.). Si bien 

desde la pregunta inicial del articulo (pág. 167) hasta 

sus conclusiones (pá&. 177) el autor se refiere al caso 

(a.leno a la especie) de promulgación expresa de la lev 

por el Poder Ejecutivo en ejercicio de las facultades 

previstas en la Sección VII de la Carta. su argumentación 

relativa a la existencia de un único interés del Estado 

-que se identifica con el interés general-__pone__también 



en cuestión la solución afirmativa de la leaitimación del 

Poder Ejecutivo en relación a la hipótesis de formulación 

de observaciones por parte de éste y promulgación ficta 

de la lev verificada en el caso. (V. documentación 

agregada, especialmente Diario de Sesiones de la Asamblea 

General. t. 72. pág. 99 y ss.. sesión del lo. de 

noviembre de 1994). 

No obstante, la Corte habrá 

de mantener. con su actual integración, la respuesta 

afirmativa precedentemente adoptada. 

Existe. indudablemente, un 

interés directo, personal y le&itimo del Estado (Persona 

.iuridica mayor) en la debida Percepción de las rentas 

públicas y en su correcto destino y ese interés debe ser 

actuado. como es de regla, a. través de los órganos que 

expresan la voluntad de la persona pública. (Sayagués. 

Tratado. t. 1. 1987. páa. 176 y ss.). 

Y en la especie el órgano 

señalado al efecto es el Poder Eiecutivo. Ello, no porque 

los fondos públicos le pertenezcan se&ún se dice a fs. 

45) sino porque es el órgano constitucionalmente 

responsable de la conducción económica y dl orden 

financiero del Estado, sernin surge de una interpretación 

contextual de la Carta (arts. 85 Nos. 5 y 6. 86. 133 

mes. 2 y 3. 168 Nos. 18 y 19. 214. 215 de la Carta: 

Jiménez de Aréchaga, ob. oit. t.tIr; pág. 45: Cassinellj. 

Muñoz, Derecho Público, volumen II. pác. 180 y s, 



la demanda acerca de la falta rle instancia .lurisdiccional 

de constitucionalidad en la que se encontrarían leyes 

como la presente, de no aceptarse la legitimación 4e1 

órgano estatal correspondiente puede citarse finalmente, 

en aovo de la interpretación precedente. 

II. Que, 	resulta 	clara 	a 

.iuicio de la Corte. la confirzuración de la inconstitu-

cionalidad del art. 2o. de la lev No. 16.622 alegada por 

el accionante. 

El 	artículo 	impugnado 

establece la integración del Fondo Nacional de Garantía 

previsto en el art, lo. de la lev. y destinado a 

garantizar los créditos a otorgarse por las instituciones 

bancarias privadas u oficiales y por empresas privadas, a 

las micro y pequeñas empresas. disponiendo al efecto: 

"El 20% (veinte por ciento 

del producido mensual del impuesto creado nor el art. 642 

de la ley No. 16.170. de 28 de diciembre de 1990. 

constituirá -hasta la suma equivalente a 0$ 2.000.000 

(dos millones de dólares de los Estados finidos de 

América)- el Fondo Nacional de Garantía. 

Por su parte el. inciso 2o. 

del art. 86 de la Constitución dispone en su primera 

orac. ión: 

'Toda 	otra 	lev 	que 

si&nifique gastos para elTescro Nacional deberá indicar 

los recursos con Que serán cubiertos. 

Se&ún destaca el Sr. Fiscal 



de Corte. dicha disoosición constitucional se inscribe en 

la orientación se&uida por el constituyente patrio, a 

partir de la rforma deL ao 1934, en el sentido de 

restringir las facultades del Poder Legislativo en 

materia financiera y de darle al Poder Ei'ecutivo, como se 

indicara ut supra. la  conducción zeneral de la misma 

instaurando así. como di.io el Prof. Jiménez de AréchaEa. 

un sistema dirigido a contener toda la política 

financiera del Estado dentro de marcos rígidos y sobre 

todo, tendiente a impedir cus la dema&ogja parlamentaria 

pueda .&ravitar sobre la política financiera ueneral del 

Estado. desequilibrándola Por el deseo de servir 

intereses locales o articulares (ob. cit. . t.III. pág. 

54). En dicho contexto le. norma invocada procura evitar 

que se desequilibre el presupuesto general mediante la 

sanción de leves que, suponiendo gastos para el Erario, 

no arbitren los recursos necesarios cara atender los 

nuevos castos (Jiménez de Aréchaga. tomo III oit. . pág. 

52). 

Ahora bien: la creación del 

Fondo Nacional de Garantía dispuesta por la lev No. 

16.622 significa una nueva erogación que provoca un 

incremento del gasto para el Tesoro Nacio na l y que. 

conforme a la disposición cuestionada, deberá ser 

solventada con parte de un recurso ya existente. 

Tal modo de financiación 

desconoce incuestionablemente la ratio' de la previsión 

re 



genuinos para cubrir el &asto: sila exigencia instituida 

por el constituyente se cumpliese con el mero cambio de 

destino del producido de un tributo correspondiente a 

Rentas Generales dispuesto por el legislador -seøñn 

sostiene la demandada- se desnaturalizaría la finalidad 

ordenadora de la norma -anteriormente señalada- y aún 

operaría una derogación fáctica de la misma. cuesto <zue 

en la práctica no habría límites para el gasto y siempre 

se encontraría algún impuesto va existente al que acudir 

oara sufragar formalmente las nuevas erogaciones. 

Por estos fundamentos. y de 

conformidad a lo dispuesto por los art. 256 y ss. de la 

Constitución. 508 y ss. del C.G. del Proceso y demás 

normas citadas, la Suprema Corte de Justicia_FALLA: 

Declárase inconstitucional 

e inalicahle en el caso concreto el art. 2o. de la lev 

No. 16.622. de 10 de noviembre de 1994. 

Stn especial condenación. 

Ccnnuníquese a la Asamblea 

General y archívese. 

wai 
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£RESIDENIE DE 1 1. 

CORTE DE luSrICA 

Dr. JORGE L5MARAVOTTO LUCARO 
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//tencia NO. 15 	 MINISTRO REDACTOR 
SL flEMA CORTE 	 - 

JUSTICIA 	 DR. JORGE A. MARABOTTO LUGARO 

Montevideo, diecisiete de febrero de mii novecientos 

noventa y nueve. 

Para 	sehtencia 	definitiva, 

estos autos caratuiados: UnrNDENCIA MUNICIPAL DE 

MALDONADO C./ MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS -ART. 

617 DE LA LEY 16.170 Y ART. 134DE LA LEY 12.802-

ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD" (FICHA No. 138/97) 

RESULTANDO: 

1 0 ) Que compareció la parte 

actora, representada por su apoderado Oscar Fernández 

Chavez y dijo: 

- El art. 617 de la Ley 

No. 16.170 hace aplicable a las emisoras de AM y FM del 

interior del país, las exoneraciones comprendidas en el 

art. 134 de la Ley No. 12.802. Y de acuerdo a los 

textos citados, la exoneración comprende "todG impuesto 

nacional o departamental así como de todo tributo, 

aporte y contribución de los,bienes", oua en el caso a 

estudio beneficia a las emisoras de AM y FM del 

Departamento de Maldonado. 

Como primer aspecto, debe 

tenerse presente que respecto a la Ley 12.802, se 

habría operado la derogación de la misma, por el texto 

constitucional, posterior en el tiempo. La Ley No. 

16.170 la retoma en su vigencia, por lo cual la 



presente acción es procedente. 

Cabe observar que el art. 

262 de la Carta consagra la au:or.omía tunicipal con la 

sola exclusión de " ... los servicios de segurUad 

pública ..... . Como diría García de Entrerría esta 

disposición constitucional tiene "un valar normativo y 

directo" que se impone a gobernantes y gobernados, por 

lo que, como c:ncluye Prat " ... el gobierno 

Departamental ... No puede trasvasar sus límites, como 

tampoco el legislador puede restarle competencia" (O. 

Administrativo, t. 5, vol. 1, pág. 47) 

Del examen de los arts. 

273 inc. 3, 275, inc. 4, 290 y  297 de la Carta, surge 

claro la potestad que tienen los municipios de crear su 

drden financiero. El rango de esta potestad, sustrae de 

los árganos colegisladores nacionales toda posibilidad 

de dictar normas al respecto, salvo aquellas que 

expresamente la nueva carta autorice. 

- 	Como 	se dijo, 	la 

remisión que efectúa el art. 617 de la Ley No. 16.170 

al art. 134 de la Ley rIo: 12.802, hace aplicable ésta 

última al contexto departamental. La norma impugnada 

comprende todo el horizonte tributario del art. 257 de 

la Constitución al referir a todo impuesto 

departamental, así corno todo tributo y aporte. 

La 	Suprema 	Corte 

-refirindose al punto- ha expresado que "en su actual 

integración reafirmará la posición tradicional del 
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Cuerpo y 	declara, 	por 	consecuencia, que 	el art. 134 

SUPREMA CORTE 

DE 	JUSTICIA . . 	con sus 	limitaciones establecidas 36 	de 
 

en 	el 	art. 

la Ley 13.849, 	del 	29/7/61, 	y 	en 	lo que es motivo de 

expreso excepcionamiento, 	vulnera 	los arts. 273 .. 	 . 
298 	de la 	Constitución Nacional" 	(L.J.U., t. 93, pág. 

1 286). 

- Pidió que en definitiva 

se declare la inconstitucionalidad de los arts. 617 de 

la Ley No. 16.179 y art. 134 de la Ley No. 12.802 (fs. 

4 y ss.). 

2 0 ) Que 	habiéndose 	dado 

ingreso a la pretensión hecha valer (es. 15), evacuando 

el traslado que se le confiriera, el Sr. Fiscal de 

Corte, por las razones que expuso, culminó su dictamen 

en el sentido de que corresponde hacer lugar a la 

acción de inconstitucionalidad planteada (Es. 18 y 

ss.). 

30)  Que, 	a 	su 	vez, 	ej. 

Ministerio de Economía y Finanzas, representado por su 

apoderada Proc. Magdalena Irazabal, por los fundamentos 

que señaló, solicitó que se rechazara la acción 

ejercitada (Es. 26 y ss.) 

40)  Que 	previo 	pasaje 	a 

estudio, se llamó para sentencia, la que fue acordada 

en forma legal (Es. 29 y 32) 

1) 	Que corresponde desesti- 

mar la acción ejercitada. 



La que fuera plar.teada 

contra el art. 61 de la Ley No. 15.170 y, al mismo 

tiempo, dada la remisión que hace la misma, contra el 

art. 134 de la Ley No. 12.802. En la medida en que, 

efectivamente, el txto citado en primer lugar, hace 

alicable a las em.soras de AM y FM del intericr del 

país, :as "exoneraciones' tributarias que había 

establecido en su momento -según se afirma-, la 

disposición menciontla en segundo lugar. 

Es 	cierto 	que, 	para 

algunos de los miebros de la Corporación -aunqie no 

para todos-, lo establecido en el mencionado art. 134, 

habría sido derocado por la aprobación dt la 

Constitución de 197, pero no lo es menos, en todo 

caso, l; disposicicn tuvo 'nueva vigencia" al ±acer 

aplicable al edictaio últimamenta, lo que se estatuyera 

con anterioridad. La remisión aludida, da nueva ' -ida a 

la norma referida y permite sostener que correspotde la 

acción de inconstit - cionalidad, como es la opinión de 

parte de la doctrina y jurisprudencia, incu!dos 

algunos integrantes del máximo órgano jurisdiccional 

del país. 

Posición que, por las 

razones indicadas, comparte en la ocasión, la Suprema 

Corte de Justicia, cr unanimidad. 

Ahora bien. 

Contrariamente a lo que 

sostiene el Sr. Fizcal de Corte -y ha sido la posición 
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tradicional de la Suprema Corte de Justicia, posición 

OC JUSTICIA 	 abandonada recientemente (Sentencia No. 146/97)-, la 

norma consagrada en el art. 134 de la Ley No. 12.802, 

en realidad no establece " exoneraciones' $ sino que 

reconoce una verdadera "inmunidad". Tal como lo ha 

afirmado la Corporación, en dicha decisión, al estudiar 

el alcance del art. 463 de la Ley No.. 12.226, de no 

aceptarse que el mismo consagra la "inmunidad" del 

Estado -el que abarca ciertos organismos y entes, a los 

que alude el art. 220 de la Constitución- como de los 

entes descentralizados territorialmente, se derivarían 

de ello, consecuencias insólitas y aún increíbles. 

Así, por ejemplo, y en 

aspecto que importa para la dilucidación del sub-lite, 

"Mientras el art. 69 de la Constitución, declara que 

las "instituciones de enseñanza privada y las 

culturales 	de 	la 	misma 	naturaleza", 	estarán 

"exoneradas" -verdadera inmunidad- "de impuestos 

nacionales y municipales, como subvención por sus 

servicios", las escuelas públicas, liceos y enseñanza 

superior, deberían pagarlos. Conclusión ilógica que 

únicamente se elimina, de optarse por la solución que 

consagrara y que se entiende conforme a la 

Constitución, según se preconiza" (Sent. cit.) . Esto 

es, el constituyente es el que ha consagrado, no la 

"exoneración" impositiva, sino la "inmunidad" de 

ciertos entes y aún organismos privados, por su máxima 

decisión. 



Ptr lo tanto, el arc. 134 

de 	la 	Ley 	No. 	12.802, 	al 	"reconocer" 	como 

institutos cuu:urales incluídos en el artícu,o 69 

de la Constitución, a los efectos de la exrción 

imposit:va. .." a determinados organismos; o "deCarar" 

asimismo exoneradaü a las "... instituciones culturales, 

de enscñanza, y a las Fedenciones o Asociationes 1 
Deportivas ... "; o afirtrar que "Quedan iia.rente" 

exonerads de todo impuesto naoional o departamental, 

.los bienes, de cualquier naturaleza, da las 

instituciones menc,onadas en el inciso anterio1, asi' 

como 1c de las actuales y/o futuras Diócesis de la 

Iglesia Católica k,ostólica Romana .y los de cuacuier 

otra institución religiosa ..... , y otros sur:estos 

similares, no está sino admitiendo c reconociendo que 

tienen inmnunidadR  tributaria. Y lo nropio ocur:a con 

la "decaraci6n" cte formula el art. 617 de la Ly No. 

16.170, según el cual quedan "... incluidas en las 

exoneraciones del .rtículo 1° del Título 3 del Texto 

Ordenadc 1987 a las radioemisoras AsM y FM, con 

exclusión de las instaladas en el departamento de 

Montevideo', con •e.:Dresa remisión, entonces, a:. art. 

134 ya citado. 

Esta 	es 	también 	la 

posición de la docina. 

En ese sentido, 	n el 

Código Tributario, Conentado y Concordado pr el 

ilustrado autor -rcientemente fallecido- Prof. namón 
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Valdés Costa conjuntamente con Nelly Valdés de Elengio 

y Eduardo Sayagtés Areco, se puede leer, en nota al 

art. 41: "El concepto de exoneración y su 

diferenciación con la no imposición, o la imposición 

reducida y otras situaciones similares, tiene grah 

importancia en nuestro derecho a raíz de la 

Constitución de 1967 cuyo art. 133 dio al P.E. 

iniciativa privativa en los proyectos de ley sobre 

"exoneraciones tributarias", agregándose: "El concepto 

de exoneración ha dado lugar a diversos y profundos 

estudios a través de los cuales se han puesto de 

manifiesto discrepancias sobre la precisa determinación 

del concepto" (10  edic., pág. 222 y en 4a edic., pág. 

276). - 

Más precisamente, en la 

última edición, se amplía el tema, en los siguientes 

términos: - - 

"La diferencia, señalada 

por la doctrina brasileña y por fino Jarach, está 

admitida por nuestra doctrina, aunque con ciertas 

imprecisiones y discrepancias que han trascendido a la 

legislación, la doctrina y la jurisprtdencia. 

A 	nuestro 	juicio 	el. 

concepto de inmunidad no está relacionado con la 

definición del hecho generador. Ella regirá esté o no 

comprendido en esa definición. Por eso parece 

preferible no referirse a la incidencia o no incidencia 

de la norma. El elemento que conf igura la inmunidad es 



la prohibición ds que detenninadas personas sean 

gravadar por la ley. 

Tal 	orchibición 	sólo 

puede sr establecida por una nonra jurídica de rango 

superio.: a la ley ordinaria. En nuestro derecho, oor la 

Constit.ción. Es Ci caso de loo arts. 5 y  69 reiatiivos 

a los :emplos y a las instituciones culturales y de 

enseñanza, aunque los textos las denominen 

exoneraçiones (Conoe Shaw, op. cLt., pág. 92). La 

potestac legislativa no puede ejercerse o es totimente 

ineficas en esos casos. En otras palabras la irn:..nidad 

pertenece al derecho constitucional la exoneración a 

la ley c.rdinaria" (op. oit., pág. 278). 

Esto es, entonces, la ley 

no ha hacho sino declarar  o "reccnocer" lo c.e una 

nonha superior ha dispuesto. Y es ésta (art. 6), la 

que ha ustatuido q':e las a...  instituciones de enseñanza 

privadas y las culturales de la misma nattraleza 

estarán exoneradas de impuestos nacionales y 

municipdes ...". Dicho de otro nodo: cienen t!inmuidadrI 

tributaria con respecto a la potestad de los entes 

públicos, cualquien fuera su naturaleza o entidad. 

Sequranente, el legisla-

dor ha entendido que las emisoras aludidas (Ley No. 

16.170, art. 617), debido a la actividac que 

desarrolhan cumplen uná finalidad social, al di:undir 

la cultura. Y, al parecer -pero no es punto que iutegre 

el "then decidenóum" - no tomó en cuenta el he:ho de 
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que la inmensa mayoría de ellas persiguen un fin de 

- D JUSTICIA 	 lucro, lo que implicaría ingresar a aspectos que no 

importan, ahora, para la dilucidación del subliteh 1 ; 

esto es, el Concepto de "fin de lucro" y si, por ello, 

el carácter cultural o educativo de la institución 

excluye o no la persecusión del mismo por parte de la 

interesada, como, del mismo modo, si es posible o no, 

distinguir entre finalidad de una actividad con el 

objeto o la naturaleza dedicha actividad (VÓ. sobre el 

tema, José Luis Shaw, Jurisprudencia reciente sobre la 

• j inmunidad impositiva de las instituciones privadas de 

enseñanza y culturales (art. 69 de la Constitución)", 

en Anuario de Derecho Administrativo, t. 1, pág. 92 y 

1 	Ss.). 

Pero, claro está, el tema 

no ha sido propuesto en la especie. 
- 	

- 	 En el 	caso, 	no 	está 

çuestionado -y por ello, la Suprema Corte no puede 

ingresar al mismo- si las empresas mencionadas e:i las 

normas impugnadas, son o no, culturales. Se dE por 

supuesto que efectivamente lo son. 

Desde luego oue la actora 

pudo cuestionar tal punto de vista, pero lo cierLo es 

que no lo hizo. Nada dijo al respecto, no permitiendo, 

entonces, el ingreso de la Corporación sobre si e::iste 

o no colisi6n entre dicha norma y la superior (Vé. 

Sentencia No. 482/96) . - 

La Intendencia Municipal 



de Mald:.nado, en efecto, menciona varias disposiciones 

constit.cionales (arts. 262, 273, jC• 
30,  275, inc. 

40,  290 y  297), pero no hace referencia al art. 69 de 

la Cart. Fundamental. Esto es, su pretensión se Lic.itó 

a cues.:ionar la constitucionalidad de determinadas 

normas porque ellas violentan ciertas y precisas 

disposiciones superiores. 

Si bien se repara, la 

solicitti de declaración de inconstitucionalidad, al 

margen le que debe "... fonnularse por escrico .... 

requiere que se indique, 11  ...con toda precisión y 

claridad ... " - y esto es lo que importa-, 	... los 

preceptc.3 que se reputen inconstitucionales y el 

principi) o norma constitucional que se vulnera. 

(código General del Proceso, 	art. 	512; 	además, 

anteriornente, Ley Ño. 12:747, art. 8). Esto es, 

correspc.de  se seflale la norma legal (o con fuerza 

legal) cue se estima inconstitucional y la disposición 

que, a .0 vez, se considera que se ha violado por la 

misma. 	sta es la pretensión que se hace valer: su 

contenido es el objeto de este proceso. 

Y, 	en 	el 	caso, 	el 

verdadero objeto litigioso está constituído por la 

afirmaci5n de que ciertas normas legales violentan 

otras teotas constitucionales. Las que se mencican y 

no otras. Precisamente, por ello, la Corporación ;  está 

inhibide de entrar a considerar puntc3 que no han sido 

planteados por la parte, so pena de incurrir en 
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violación al principio de congruencia. 

Las normas mencionadas no 

componen el "derecho' en el sentido de fundamento 

jurídico de la pretensión, sino que, por el contrario, 

son el "hecho" o el elemento "objeto" de la pretensión. 

Es decir, en otros términos, no es posible en la 

especie, recurrir, al famoso L:ocárdico "iura novit 

Curia", el que, como bien se sabe tráduce " ... la 

necesaria libertad con que debe conhar el sentenciante 

para subsumir los hechos alegados y probados por las 

i partes, dentro de las previsiones normativas que rijan 

el caso. Libertad que subsiste aun en la hipótesis de 

que los litigantes hubieran invocado la aplicabilidad 

de otras disposiciones .....(Jorge W. Pevrano, El 

proceso civil, pág. 96; Cf. AdolfoAlvarado Velloso, El 

juez. Sus deberes y facultades, pág. 173). 

Por 	ello, 	además, 	la 

sentencia debe limitarse a " ... declarar la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de las 

disposiciones impugnadas (art. 520, además, 

anteriormente, Ley No. 13.747, art. 17). En otras 

palabras: el juzgador no se puede evadir del 

planteamiento formulado por la parte, en el sent.do de' 

que una cierta norma está en colisión con una 

determinada disposición de mayor rango. 

En 	tal 	línea 	de 

razonamiento se pronunciaba el Maestro Arlas. En su 

clásico comentario sobre el punto, enseñaba: en un 



sentidc. 'Debe indicarse -con precisión y claridai 

agrega innecesariamente la ley- los preceptos legale 

que se :eputan inconstitucionales" y, en el otro, "Debe 

indicar3e el principio o norma constitucional que 

resultes vulnerados en su contenido 

(inconsitucionalidad material) o los motivos en que se 

funda 1:. inconstitucionalidad en razdn de la for:" (La 

declaración -en vía principal- de inconstitucicnalidad 

de las leyes en el derecho uruguayo, en Rey. Uruguaya 

de Der;zho Procesal, año 1975, No.3, pág. 2C); Cf. 

Enrique Véscovi, El proceso de inconstitucionalidad de 

la ley, en Curso de Derecho Procesal, t. V., vol. II, 

pá. 32) 

Parece clara, enonces, 

la solu:ión. La Suprema Corte no puede sustituí::'sa al 

accionante y formular una declaración que no se le ha 

requerido. Si la norma es constitucional o no, en 

mérito otras razones que las invocadas, no puede ser 

materia de este pronunciamientc, pues tal 

comportamiento siguificaría un apartamiento da los 

deberes que la misma tiene corno órgano jurisdiccional. 

En conclusión. 

Las normas que se han 

ind:icads, como supuestamente inconstitucionales -y por 

violent.r ciertas y precisas disposiciones super:.res-, 

no lo sDn. Por el contrario, se está en presencia, de 

una hicítesis de "inmunidad"; motivo por el cual, 

finimet:ce, corresponde el rechazo de la pretonsión 



hecha valer en estos autos. 
SLJPRE. 4 CORTE 

DE JUSTiCIA 	 II) Que 	las 	costas, 	se 

• 	 declararán de oficio (Ley NO. 16.134, art. 93; Ley No. 

16.320, art. 364; Ley No. 16.462, art. 149 y  Decreto 

No. 405180, art. 6) 

Por estos fundamentos, la 

Suprema Corte de Justicia, 

FAT•T.4: 

DESESTIMASE LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 

EJERCITADA, DECLARANDOSE DE OFICIO, LAS COSTAS 

CAUSADAS. 

OPORTUNANENTE, ARCHIVESE. 
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VISTOS Y CONGIDERANDO: 

1°) Que, 	en principio, 	es procedente 

entender que las medidas cautelares pueden adoptarse aún 

en el proceso constitucional. No sólo porque en la vía de 

excepción o defensa. la  suspensión está prevista 

expresamente corno una forma de ellas (Constitución, art. 

258), lo que daría lugar, de no aceptarse tal criterio, a 

situaciones desiguales y aún absolutamente injustas. ..sino 

porque, además, se podría traer en apoyo de e5ta 

posición, la teoría de los poderes implícitos que 

postulara el famoso Juez Harshall, integrante de la 

Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de 

Norteamérica (Vé., Charles Evans Hughes, la Suprema Corte 

de Estados Unidos, pág. 100).- 

Precisamente, se señaló en el caso 

McCulloch vrs. Maryland que el Congreso, "... tenía 

facultades para dar personalidad jurídica a un banco. Ese 

poder no estaba conferido explícitamente, pero no era 

nécesario que lo estuviera. Era una facultad consIderada 

como esencial para el ejercicio de la autoridad 

concedida. Se encontró que no había en la Constitución 

frase alguna que, al ival que lo que sucedía en los 

Artículos de la Confederación, excluyese lo que se 

llamaba poderes incidentales o implícitos (op.cit. , pág. 

101). Es que, en principio y ello es razonable que sea 

así, quien puede dispóner determinada conducta, debe 



,vejjtualmente posible. - 

2° ) Que de todos modos, 	no estando 

previstas expresamente -fuera de 	la indió.da- y 

tratándose de materia constitucional, se debe ser 

cesurado en su eventual adopción. Ello por cuanto se 

podría afectar el propio principio de la separa:ió'. de 

poderes, en las hipótesis que las ... medidas cautelares 

presenten un contenido claramente usurpador de las 

funciones que constitucionalmente ... están asignadas al 

Parlamento Cf. Javier Vecina Cifuentes, Las medidas 

cautelares en los procesos ante el Tribunal 

Constitucional. pág. 81). 

O. dicho de otro modo: no es posible 

disponer una medida de tal excepcional aaturaleza, sino 

en anuellos casos claros o palmarios, en que se deba 

evitar un grave perjuicio o un daño inminente. Como se 

señala. por ejemplo, en el derecho alemán.- 

3*) Que en función de lo dicho y atento a 

lo manifestado en autos. no se dan en la especie, las 

condiciones que harian exigible, al menos, por el 

momento. una tal medida. No se conforman claramente los 

elementos necesarios para ello. 

4°) Que, al margen, se advierte una 

demora excesiva en dar cuenta de lo solicitado, no 

obstante la importante materia de que se trata. 

Por estos fundamentoé, la Suprema Corte de 

Justicia, R8SUELVE: 
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//:encia No. 

Montevideo, quince de setiembre de mil novecientos 

noventa y nueve. 

VISTOS: 

Estos 	autos 	caratulados: 

INTENDENCIA MUNICIPAL DE FLORES cf JUNTA DEPARTAMENTAL 

DE FLORES. Decréto N° 0356 del Gobierno Departamental 

de Flores. ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD", FlOjA: 

261/1999, para resolver sobre la solicitud 1 , en carácter 

de medida cautelar, de suspensión de la aplicación de 

la norma impugnada. 

RESULTANDO Y CONS IDERANDO: 

1.- A fs. '1/46, 	la 	Intendencia 

Municipal de Flores promueve acción de inconstitucio-

nalidad respecto a determinados artículos del Decreto 

del Gobierno Departamental de Flores N° 0356, y 

solicita, como medida cautelar, la suspensión de su 

aplicación. 

La actora afirma que: 	"Elj 

artículo 10  del citado cuerpo ñormativo modifia el 

art. 17 del Decreto Departamental N° 0172, y en su 

primer inciso establede que a partir del 10  de enero 

del año 2000 la Intendencia Municipal de Flore 

aplicará los valores de aforos resultantes de la 

tabla que elaborará anualmente la Comisión Especial de 

Aforos del Gobierno Departamental". 

Más adelante afirma: "Obsér-

vese que dicho procedimiento deja en manos de la Junta 



Departamental la posibilidad de aprobar en última 

instancia la tabla de aforos, y a que dicho Cuerpo 

ziene la última decisión al respecto, aún cuando debe 

contar con mayorías especiales,. Si se agi.iarda a la 

finalización del proceso constitucional que se promueve 

en la especie, la aplicación del decreto departaniental 

en cuestión puede causar daños inminentes, graves 

perjuicios en el presupuesto del Gobierno Departamental 

de Flores.  (subrayado y negrita en el original) 

Agregándose más adelante que 

Le Comisión en cuestión, deberá elaborar al 15 de 

setiembre de cada año la tabla de aforos a regir el año 1 

siguiente (art. 4 0  del Decreto Departamental N° 0356) 

II. - Recibidos los autos, pasan en 

vista, al Sr. Fiscal de Corte, el que se pronuncia a fs. 

: A9/51 vto., entendiendo que no corresponde hacer lugar 

a la medida cautelar solicitada. 

III.- La Corte hará lugar a la 

medida cautelar solicitada, no compartiéndose los 

argumentos del dictamen fiscal. 

En cuanto a la procedencia del 

ic:ado de medidas cautelares en el curso de una acción 

de inconstitucionalidad, la Corporación se ha 

pronunciado favorablemente por sentencia N °  742/1998, 

cuyos funda*tentos se dan por reproducidos en autos. 

El articulo 312 del Código 

General del Proceso establece que las medidas 

cautelares pueden adoptarse cuando el Tribunal estime 
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que son indispensables para proteger un derecho y 

siempre que haya un peligro de lesión o de frustración 

del mismo. 

En cuanto al derecho de la 

accionante, se entiende que los elementos articulados 

en la demanda son suficientes para acreditar el fumus 

bonus iuris. 

La Corte entiende que de no 

dictarse la medida impetrada; podrían derivarse 

perjuicios para la parte actora, los que no tienen por 

qué tener contenido económico de acuerdo al artículo 

312 del Código General del Proceso. 

Parecería que el poner en 

funcionamiento el nuevo régimen para la determinación 

de los aforos por los que deben tributar los 

automotores la patente de rodados en el Departamento de 

Flores, implica perjuicio en la medida que se deberían 

afectar recursos humanos y materiales para llevar 

adelante la tarea, siendo afectado prima facie el buen-

funcionamiento de la administración. 

Por otra parte, el desarrollo 

previsible de la tramitación de los -presentes obrados 

permite suponer que al 10  de enero del año 2000 no se 

habrá dictado sentencia aún. 

Por lo expuesto, la Suprema 

Corte de Justicia, REStJLVE: 

SUSPENDER EN CARACTER DE 

MEDIDA CAUTELAR LA APLICACION DEL DECRETO No. 0356 DEL 



GOSIERNO DEPARTAMENTAL DE FLORES. 
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